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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 8 días del mes de agosto de 2012, el Pleno del Tribunal 
onstitucional, integrado por los magistrados Álvarez Miranda, Urviola Hani, Vergara 

· otelli, Mesía Ramírez, Beaumont Callirgos, Calle Hayen y Eto Cruz, pronuncia la 
siguiente sentencia, con el fundamento de voto del magistrado Vergara Gotelli , que se 
agrega y el fundamento de voto del magistrado Calle Hayen, que también se acompaña. 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don César Humberto Tineo 
Cabrera contra la sentencia expedida por la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos 
Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 817, su fecha 26 de agosto de 
2011 , que declaró infundada la demanda de hábeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 29 abril de 008 el recurrente interpone demanda de hábeas corpus y 
la dirige contra el oca! supr mo instructor, señor Pedro Guillermo Urbina Ganvini, y 
contra el vocal su remo de la ala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, señ Hugo Ant io Molina Ordoñez. Denuncia la violación de sus derechos 
constituciona s al debido oceso, a la tutela jurisdiccional efectiva y a no ser sometido a 
procedimie o distinto al ·evisto por ley, así como del principio de igualdad. 

Refiere que el juez, señor Urbina Ganvini dispuso que se reitere una orden de 
captura en su contra a fin de que concurra a la diligencia de lectura de sentencia 
condenatoria en el proceso que se le sigue por el delito de asociación ilícita para delinquir 
en agravio del Estado, por lo que solicita la nulidad de tal resolución la cual hace extensiva 
al auto de apertura de instrucción y a todo lo actuado. Refiere una serie de vicios, entre los 
que se encontraría haber dispuesto la adecuac· 'n al trámite de la vía sumaria del proceso 

enal citado, cuando corresponde actuars n el proceso ordinario. Solicita además que se 
ciare la invalidez del proceso parla ntario de Antejuicio político en el que se acusa a 13 

m gistrados (entre los que se contraba) de haber resuelto un proceso de amparo 
int rpuesto por la señora Mar a Chávez Cossío acatando la voluntad del ex asesor de la 
Pre idencia de la Repúbli , señor Vladimiro Montesinos Torres, lo que propició que se 
for ule la denuncia 1scal de la Nación, Nelly Calderón Navarro. Respecto del 
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proceso parlamentario alega la vulneración de su derecho de defensa, toda vez que la 
Subcomisión de Acusaciones Constitucionales encargada de la investigación no le notificó 

r 1 la uncia ni la audiencia, trasgrediendo así la obligación prevista en el numeral 3.5 y 7, 
inciso ) del artículo 89° del Reglamento del Congreso; además, manifiesta que en el 
proceso que se realizó en el antejuicio político no se actuó prueba alguna en audiencia ni se 
interro ó a peritos ni testigos propuestos (señores Malea Guizado, Quinteros Tello, Merino 
Bartet) ni se tomó en cuenta 11 disquettes que se ofrecieron, provenientes de una 

0 omp adora del SIN (Servicio de Inteligencia Nacional). 

Refiere que al enterarse circunstancialmente del debate del informe oral y al 
aper onarse a la diligencia el día 31 de marzo de 2003, solicitó su nulidad ante la 
Su omisión, al no haber sido debidamente notificado, suspendiéndose el informe hasta el 
7 abril de 2003, al reconocerse que se había violado su derecho a la defensa. Es por esta 
r ón que la Subcomisión propuso a la Comisión Permanente excluirlo de las conclusiones 

1 informe final de la denuncia N. 0 034, y la Comisión Permanente designó a la misma 
ubcomisión investigadora para que realice la investigación de su caso. Siendo así, 

manifiesta que no hubo imparcialidad, al haber sido la misma Subcomisión la que conoció 
el proceso primigenio. Además señala que no s ctuó de modo reglamentario, dado que a 
este nuevo informe se tituló como Addenda i orme final primigenio. 

Sostiene, que se expidió la Legislativa del Congreso N°. 009-2002-CR 
el 16 de abril de 2003 , donde s comprend' la denuncia penal de todos los magistrados, 
excluyéndolo y dando lugar al proceso nal N. 0 15-2003-A V en la vía ordinaria. Así 
también se dio lugar al proceso que s siguió en su contra emitiéndose la Resolución 
Legislativa del Congreso N. o O 13-2003- R, donde se le imputó ser parte de una agrupación 
destinada a cometer actos ilícitos y qu devino en el Proceso Penal N. 0 42-2003-AV. 

Cuestiona la falta de cong uencia entre los delitos imputados en la denuncia 
constitucional y los delitos que figuran en el auto de apertura de instrucción, puesto que en 
la denuncia, además de imputarle la comisión del delito de asociación ilícita para delinquir 
en agravio del Estado previsto en el artículo 317° del Código Penal, se le atribuía la 
comisión del delito de corrupción de funcionarios regulado en el artículo 395° del Código 
Penal, delito que no fue previsto en el auto de apertura de instrucción. 

Impugna también la a cuación del procedimiento a la vía sumaria, pues 
esponde la vía ordinaria, que se trataba de un delito realizado por un funcionario 
lico en el ejercicio de s unciones, y que ello vulnera el principio de publicidad de la 

ecido en el inciso 4 del artículo 139° de la Constitución. 

que se haya declarado improcedente mediante auto de fecha 13 de 
n pedido que realizó para la acumulación de los procesos 15-2003-A V 
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y 42-2003 A V por tener elementos comunes (referidos a los hechos delictivos y a los 
tados). El auto de improcedencia se sustentó en el grave retardo a la justicia que 

aría su acumulación, por lo que considera que es un auto ilegal y arbitrario al no 
ebidamente motivado, resolución que no fue apelada por un problema en la demora 
otificación. Rebate asimismo el dictamen acusatorio y la resolución que lo cita para 

la lec ura de sentencia y lo declara contumaz. 

Realizada la investigación sumaria el juez emplazado, señor Pedro Guillermo 
ina Ganvini a fojas 131 , indica no haber cometido ningún acto arbitrario que afecte la 

li ertad ambulatoria del demandante; que en su condición de Vocal Supremo Instructor de 
. /1 Sala Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República se avocó al 
fY)./ 1 onocimiento del proceso número 42-2003 , seguido contra el accionante, por el delito de 

asociación ilícita para delinquir en agravio del Estado; y que en la misma resolución, el 1 
de febrero de 2007, dispuso que se reitere el oficio a la Policía Judicial para la ubicación, 
captura y conducción del citado inculpado, en razón de que con anterioridad, el 22 de 
diciembre de 2004, se le dictó la medida. 

El Cuadragésimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 29 de abril de 2011, a fojas 
761 , declaró infundada la demanda por siderar que no se ha transgredido derecho 
constitucional alguno al estar la de los emplazados dentro de los límites, 
formalidades y facultades que la le 

La Tercera Sala Pe para Pr cesos con Reos Libres de la Corte Superior de 
Justicia de Lima a fojas 7, con fec a de 26 de agosto de 2011, confirmó la apelada por 
similares fundamentos. 

FUNDAMENTOS 

Delimitación del petitorio 

l. La demanda tiene por o ~eto que se declare la invalidez absoluta del proceso político 
de antejuicio que me ante Resolución Legislativa del Congreso N.0 O 13-2003-CR 
declaró ha lugar la fotmación de la causa penal contra el recurrente por la presunta 
comisión del delito de asociación ilícita para delinquir; y la nulidad del proceso 
judicial que se sigue en su contra (Expediente N.0 42-2003). 

ha precisado cuáles son las garantías del 
nocidas por la Constitución y conforme a los estándares 

erecho Internacional de los Derechos Humanos y, en 
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articular, de las resoluciones de los organismos internacionales de protección de los 
erechos humanos, especialmente las emanadas de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (en adelante, la Corte Interamericana). 

Sobre este aspecto es necesario volver a destacar que las garantías mínimas del debido 
proceso deben observarse no solo en sede jurisdiccional, sino también en la 
administrativa sancionatoria, corporativa y parlamentaria. Así lo estableció la Corte 
Interamericana en la sentencia recaída en el caso del Tribunal Constitucional vs. Perú, 
de fecha 31 de enero de 2001, cuando enfatizó que "[s]i bien el artículo 8 de la 
Convención Americana se titula 'Garantías Judiciales', su aplicación no se limita a los 
recursos judiciales en sentido estricto, 'sino el conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales' a efecto de que las personas puedan defenderse 
adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda afectar sus 
derechos" precisando que "el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 
del mismo precepto se aplica también a [l]os órdenes [civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter: corporativo y parlamentario] y, por ende, en ese tipo de 
materias el individuo tiene también el derecho, en general, al debido proceso que se 
aplica en materia penal". 

3. En sentido similar, en la sentencia d Caso lv er Bronstein vs. Perú, de fecha 6 de 
febrero de 200 l, la Corte Interamericana de acó que todos los órganos que ejerzan 
funciones de naturaleza materialmente juris · cional, sean penales o no, tienen el deber 
de adoptar decisiones justas basadas en respeto pleno a las garantías del debido 
proceso establecidas en el artículo go de a Convención Americana; ello debido a que 
las sanciones administrativas, discipl' arias o de naturaleza análoga son, como las 
penales, una expresión del poder nitivo del Estado y que tienen, en ocasiones, 
naturaleza similar a la de éstas (C . Corte IDH. Caso López Mendoza vs. Venezuela, 
sentencia del 1 de septiembre de 2, 11 ). 

De modo que cualquiera que sea la actuación u omisión de los órganos estatales o 
particulares dentro de un proceso o procedimiento, sea jurisdiccional, administrativo 
sancionatorio, corporativo o parlamentario, se debe respetar el derecho al debido 
proceso. En la sentencia del Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, de fecha 2 de 
febrero de 2001, la Corte Interamericana enfatizó el respeto del debido proceso en sede 
dministrativa sancionatoria, al precisar que "no puede la administración dictar actos 
dministrativos san onatorios sin otorgar a los sancionados la garantía del debido 
roceso", por cu to "[e]s un derecho humano el obtener todas las garantías que 
ermitan alean r decisiones justas, no estando la administración excluida de cumplir 
on este deb 

n sede arlamentaria, este derecho debe ser respetado no solo en los procedimientos 
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de antejuicio y de juicio político, sino también en las actuaciones de las Comisiones 
Investigadoras o de las Comisiones Ordinarias que reciben el encargo expreso del Pleno 

el Congreso de la República; y merece una tutela reforzada, en tanto que el Congreso 
d la República decide por mayoría y actúa por criterios basados en la oportunidad y 
co veniencia, es decir, que su actuación y canon de control es de carácter subjetivo 
po que no ejerce función jurisdiccional propiamente dicha. 

bre este último punto, Manuel Aragón refiere que "[c]uando un órgano político acude 
la Constitución, o a otra norma, para juzgar una determinada conducta o un acto, está 

interpretando la regla, por supuesto, pero interpretándola políticamente y no 
jurídicamente. A diferencia de la judicial, su interpretación es enteramente libre, 
sustentada no en motivos de derecho, sino de oportunidad, esto es, se trata de una 
valoración efectuada con razones políticas y no con método jurídico. Que existan 
órganos técnicos auxiliares que emitan dictámenes jurídicos previos no elimina el 
carácter político de la decisión de control (ni tales dictámenes son vinculantes ni son las 
únicas razones que el agente controlante -léase Congreso de la República- ha de tener 
en cuenta para adoptar su postura)" (Consti , democracia y control. México, 
UNAM, 2002, p. 178). 

En este mismo sentido, el Tribunal en la STC O 004-201 1-PI!fC ha precisado que "a 
diferencia del control jurídico, cuyo criterio d evaluación por antonomasia sea el de 
validez/invalidez del objeto controlado, lo criterios de simple oportunidad y de 
conveniencia/inconveniencia sean los que e empleen en el control político. De simple 
oportunidad, pues encontrándose facu ados para realizar el control respecto de 
cualquier medida gubernamental, dep de de la decisión política del Parlamento y, en 
particular de las relaciones entre mi ría y mayorías políticas, el que lo quiera ejercer. 
Y se realiza bajo el criterio de co eniencia/inconveniencia ya que, una vez que se ha 
decidido llevarlo a cabo, las , íticas al Ejecutivo pueden tener al derecho como 
fundamento, pero también sustentarse en razones económicas, financieras, sociales, de 
orientación política o por puros argumentos de poder. Puesto que no existe un catálogo 
de criterios limitados o delimitados para el escrutinio político, la subjetividad y 
disponibilidad de su parámetro son algunos de los factores que singularizan al control 
político". 

galidad y subprincipio de taxatividad 

La primera de as garantías del debido proceso es el principio-derecho a la legalidad y a 
las exigenc· s que se derivan de éste, en particular el relativo al subprincipio de la 
taxativida . Conforme el artículo 9° de la Convención Americana dispone: 
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Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable. Tampoco se 
puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 
ello. 

~ E e principio constituye una auténtica garantía constitucional de los derechos 
- \_____...- fi ndamentales y un criterio rector en el ejercicio del poder sancionatorio del Estado 

emocrático: nullum crimen, nulla poena sine previa lege. De forma similar, en la 
sentencia del Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, de fecha 25 de noviembre de 
2005, la Corte lnteramericana subrayó que "en un Estado de Derecho, el principio de 
legalidad preside la actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas 
competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio de su poder punitivo". 

Tal principio-derecho a la legalidad sancionatoria está reconocido en la Constitución 
del Estado en su artículo 2°, inciso 24, literal d), con el siguiente tenor: 

Nadie será procesado ni ndena por acto u omisión que al tiempo de 
cometerse no esté previamente lificado en la ley, de manera expresa e 
inequívoca, como infracción pu 1ble; ni sancionado con pena no prevista en 
la ley (subrayado nuestro). 

En mérito de ello, en la STC 00010- 002-Al/TC el Tribunal Constitucional estableció 
que el principio de legalidad exige o solo que por ley se establezcan los delitos, sino 
también que las conductas pr ibidas estén claramente delimitadas por la ley, 
prohibiéndose tanto la aplicac· n por analogía, como también el uso de cláusulas 
generales e indeterminadas en a tipificación de las prohibiciones. 

Del mismo modo, la Corte Interamericana ha señalado que "[l]a calificación de un 
hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la 
conducta del sujeto al que se considera infractor, ya que antes de que una conducta sea 
tipificada como delito la misma no reviste aún el carácter de ilícita para efectos 

enales" (Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú). 

es que en la STC 02050-2002-AA/TC este Tribunal Constitucional 
ecisó que "1 principios de culpabilidad, legalidad, tipicidad, entre otros, constituyen 
incipios b' cos del derecho sancionador, que no sólo se aplican en el ámbito del 

erecho p , sino también en el del derecho administrativo sancionador". 
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El principio de legalidad impone tres exigencias: la existencia de una ley (!ex scripta), 
que la ley sea anterior al hecho sancionado (!ex previa), y que la ley describa un 
supuesto de hecho estrictamente determinado (!ex certa). 

Para la Corte Interamericana este principio exige que en la elaboración de los tipos 
penales exista una clara definición de la conducta incriminada, que fije sus elementos y 
permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables 
con medidas no penales (Cfr. Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, sentencia del 20 de 
junio de 2005 y Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, sentencia del 25 de 
noviembre de 2005). 

En la sentencia del Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, la Corte Interamericana 
destacó que "en aras de la seguridad jurídica es indispensable que la norma punitiva, 
sea penal o administrativa, exista y resulte conocida, o pueda serlo, antes de que 
ocurran la acción o la omisión que la contravienen y que se pretende sancionar". 

El subprincipio de tipicidad o taxatividad es otra de la manifestaciones o concreciones 
del principio-derecho de legalidad que tiene como estinatarios al legislador penal o 
administrativo, a efectos de que las prohibicion que definen sanciones, sean éstas 
penales, administrativas o políticas, estén r actadas con un nivel de precisión 
suficiente que permita a cualquier ciudada de formación básica comprender sin 
dificultad lo que se está proscribiendo. 

Este principio exige la precisa definici' de la conducta que la ley o norma con rango 
de ley considera como delito o falta, s decir, que la vaguedad en la definición de los 
elementos de la conducta incrimina termina vulnerando este principio. Igualmente en 
sede corporativa, la conducta considerada como falta debe encontrarse claramente 
prevista y tipificada en el estatuto de las personas jurídicas. 

a.§ El principio de legalidad y subprincipio de taxatividad en sede administrativa 

se e administrativa sancionatoria, estos dos principios se encuentran previstos en los 
rtícu s 230.1 y 230.4 de la Ley N.0 27444, cuyo textos disponen: 

Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La g testad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente 
po los siguientes principios especiales: 

. Legalidad.- Sólo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades 
la potestad sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias 
administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a un 
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administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer la privación de 
libertad. 
( ... ) 
4. Tipicidad.- Sólo constituyen conductas sancionables administrativamente 
las infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley 
mediante su tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva o 
analogía. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden especificar 
o graduar aquellas dirigidas a identificar las conductas o determinar 
sanciones, sin constituir nuevas conductas sancionables a las previstas 
legalmente, salvo los casos en que la ley permita tipificar por vía 
reglamentaria. 

b.§ El principio de legalidad y subprincipio de taxatividad en sede parlamentaria 

b.l. El Antejuicio Político 

JI. El artículo 43° de la Constitución consagra como principios de nuestro Estado 
constitucional y democrático el de separaci · de poderes, la forma republicana de 
gobierno y el carácter inderogable de s de chos humanos. Estos principios, que 
constituyen el núcleo esencial de nuestra Co stitución y fundamento político de las 
relaciones entre gobernantes y gobernado , inspiran también como componente 
obligatorio, las relaciones entre quienes se ún los procedimientos establecidos en la 
Constitución, son los llamados a gobernar En esa perspectiva, no sólo la actuación de 
los órganos que ejercen función juris 'ccional debe estar ajustada a derecho, sino 
también las de aquellos que llevan a bo función política como administrativa. Es el 
sometimiento de todos al Derecho y 1 interdicción de la arbitrariedad lo que distingue a 
un Estado constitucional de uno qu no lo es. Por consiguiente, los controles políticos y 
las sanciones políticas están tam én tasadas y reguladas por la Constitución y la ley. 
De ahí que el principio de 1 alidad y el subprincipio de taxatividad recorren y 
determinan el contenido y la imensión del poder sancionatorio del Parlamento (sede 
política), como del Poder Ejecutivo (sede administrativa). 

12. La lógica consecuencia que se desprende de estos principios es que el Congreso no 
uede iniciar ningún procedimiento de Antejuicio Político - autorización para el 

j zgamiento de los altos funcionarios por delitos cometidos en el ejercicio de la función 
- or conductas que previamente no se encuentren tipificadas en la ley penal. 

taxativ' ad no sólo se exige a los delitos. También le alcanza a las infracciones 
nstitu · nales previstas por el artículo 99° de la Constitución, tal como sucedía en la 
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Ley de Acusación Constitucional de junio de 1834. Es decir, que exista una clara 
tipificación de la conducta (acción u omisión) que genere responsabilidad política por 
infracción constitucional Uuicio político), porque si bien es verdad que la infracción 
constitucional se sanciona por motivos estrictamente políticos, también lo es, en 
aplicación del principio de interdicción de la arbitrariedad, que dichas infracciones 

- t i nen que estar previamente tipificadas. 

14. En sta línea de pensamiento, Bernales Ballesteros destaca que "[l]a Constitución de 
19 3 no menciona nada al respecto ni existe una relación de hechos que puedan ser 

(h cal ficados como infracciones constitucionales. Cualquier intento de aplicar una sanción 
- \.)S o el argumento de cometerse una infracción constitucional , cuando no hay precisión 

le al que establezca los alcances de la figura, se encuentra en contradicción con 
p incipios constitucionales, como el que establece que «Nadie será procesado ni 
ondenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente 
alificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni 

sancionado con pena no prevista en la ley» (art. 2, inc. 24-d de la Constitución). 
Principios como éste buscan evitar la arbitrariedad en materia de sanciones" (La 

ij Constitución de 1993. Análisis comparado. Li ICS-Rao, 1999, p. 465). 

De manera similar, Paniagua Coraz señaló que '[l]a Constitución no permite acusar y 
sancionar infracciones constitu "onales no tipi cadas legalmente. Dice: Artículo 2o., 
inciso 24 d) Nadie (y, po ende, tampoco os altos funcionarios del Estado) será 
procesado ni condenado por acto u omis" n que al tiempo de cometerse no esté 
previamente calificado en la ley, de ma ra expresa e inequívoca, como infracción 
punible; ni sancionado con pena no revista en la ley. El procesamiento por 
infracciones constitucionales requiere pues, la dación de una ley específica que 
tipifique las infracciones constitucio aJes como infracciones punibles" . Y concluye 
afirmando que "[m]ientras ello no ocurra no" procede el juicio político, porque lo 
" impide la falta de tipicidad d las infracciones constitucionales" (Constitución, 
democracia y autocracia. México, UNAM, 2004, pp. 126 y 127). 

c.§ Infracción constitucional por la aprobación de normas inconstitucionales 

15. Los actos del Poder Ejecutivo pueden ser objeto de control parlamentario o de control 
e constitucionalidad. El primero de ellos es de carácter político, lo ejerce el Congreso 

la República y es subjetivo, en tanto no existe un canon objetivo y predeterminado 
valoración El control parlamentario puede ser preventivo: investidura 

p rlamentari funcional: pedidos de informes, invitación a los ministros a informar, 
e tación de eguntas, dación de cuenta de decretos legislativos, de decretos de urgencia 

de trat s internacionales ejecutivos; o represivo: interpelación ministerial, moción 
a y cuestión de confianza, comisiones investigadoras, antejuicio y juicio 
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político. Mediante el "procedimiento del control político", como especifica la Sección 
Segunda del Capítulo VI del Reglamento del Congreso de la República, el Parlamento 
ejerce su función de control, fiscalización y dirección política. 

En cambio, el control de constitucionalidad de los actos del Poder Ejecutivo es objetivo, 
lo ejerce el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional a través de los procesos 
constitucionales que tienen por fines esenciales "garantizar la primacía de la 
Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales" (artículo I del 
Título Preliminar del Código Procesal Constitucional). Cuando se controla la 
constitucionalidad de una norma con rango de ley, se enjuicia la legitimidad formal y/o 
material de la norma, más no el comportamiento de quienes la propusieron, aprobaron, 
suscribieron o refrendaron. 

16. Esto quiere decir que cuando el Tribunal declara la inconstitucionalidad de una norma 
con rango de ley, de ello no se puede derivar como consecuencia que los altos 
funcionarios que la propusieron, aprobaron, suscribieron y/o refrendaron cometieron 
infracción constitucional. Arribar a una conclusión en contrario desnaturalizaría la 
esencia del control de constitucionalidad de las normas con rango de ley, que solo tiene 
por finalidad garantizar la supremacía Constitución a través del enjuiciamiento de 
la norma (validez/invalidez) y éiel co ortamiento de los altos funcionarios que 
participaron en su elaboració o aprobació 

En este sentido, en la STC el Tribunal enfatizó que el control 
parlamentario "no se identifica con que es propio del control jurídico. Ello es 
consecuencia de la naturaleza del ór ano que realiza el control y de las tareas que la 
Constitución asigna a éste. El Par! ento es un órgano político por naturaleza, basado 
en el mandato representativo, e la elección directa de sus representantes y en el 
sufragio universal, igual, libre y ecreto. Refleja en su composición a todos los sectores 
(e intereses) de la sociedad principio del pluralismo] y, en su seno, quienes los 
representan debaten públicamente sobre las cuestiones más trascendentales que 
conciernen a la res pública". Cosa distinta es que al amparo o bajo la vigencia de 
determinadas normas, sean éstas constitucionales o no, los funcionarios públicos 
cometan delitos. La producción o creación de normas inco·nstitucionales no supone, per 
se, infracción a la Constitución en los términos del artículo 99° de la Constitución. Los 
congresistas no responden ante autoridad ni órgano jurisdiccional alguno por los votos 
u opinione que emiten en el ejercicio de su función legislativa. Tampoco deben 
responde el Presidente de la República ni los ministros que aprueban leyes o decretos 
en el · rcicio de la función legislativa que llevan a cabo, según los procedimientos 
estab cidos en la Constitución. 

erecho a la comunicación previa y detallada de la acusación 
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. De conformidad con el artículo 8.2.b) de la Convención Americana, una vez que se 
form___ul una acusación, ésta debe ser comunicada de manera "previa y detallada" al 
inculpado En sentido similar, el Título Preliminar del Código Procesal Penal en su 

iJ artículo 1 reconoce que toda persona tiene derecho "a que se le comunique de 
/ inmediat y detalladamente la imputación formulada en su contra". 

Al res cto, conviene precisar que en la sentencia del Caso Barreta Leiva vs. 
Venez ela, de fecha 17 de noviembre de 2009, la Corte Interamericana ha precisado que 
el eje cicio de este derecho se satisface cuando: 

a. Se e informa al interesado no solamente de la causa de la acusación, esto es, las 
ac iones u omisiones que se le imputan (tiempo, lugar y circunstancias), sino también 
1 s razones que llevan al Estado a formular la imputación, los fundamentos probatorios 

e ésta y la caracterización legal que se da a esos hechos. 

La información es expresa, clara, integral y suficientemente detallada para permitir que 
el acusado ejerza plenamente su derecho a la defensa y muestre al juez su versión de los 
hechos. Esto quiere decir que la acus · n no uede ser ambigua o genérica. 

En sentido similar, el Trib al Europeo é:le Derechos Humanos (en lo sucesivo, el 
Tribunal Europeo) en la ntencia del C o Ayc;oban y otros c. Turquía, de fecha 22 de 
diciembre de 2005, p cisó que toda p rsona acusada tiene derecho a ser informada de 
los motivos de la cusación, enten 'endo por ellos, tanto los actos en los cuales se 
sustenta, como su naturaleza, esto s, la calificación legal de tales actos. Además, la 
información sobre los motivos y naturaleza de la acusación debe ser adecuada para 
permitirle al acusado preparar su efensa. 

18. A decir de la Corte Interameri ana, este derecho "rige incluso antes de que se formule 
una "acusación" en sentido estricto". Para que se satisfaga los fines que le son 
inherentes, es "necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado 
rinda su primera declaración ante cualquier autoridad pública" . Evidentemente, el 
"contenido de la notificación variará de acuerdo al avance de las investigaciones, 
legando a su punto máximo ( ... ) cuando se produce la presentación formal y definitiva 
e cargos. Antes de ello y como mínimo el investigado deberá conocer con el mayor 
etalle pos· le los hechos que se le atribuyen". 

e la transición entre "investigado" y "acusado" -y en ocasiones incluso 
'con nado"- puede producirse de un momento a otro. Por ello, la Corte 
lnt americana ha subrayado que no "puede esperarse a que la persona sea formalmente 
a sada o que ( ... ) se encuentre privada de la libertad para proporcionarle la 
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información [expresa, clara, integral y suficientemente detallada] de la que depende el 
. oportuno ejercicio del derecho a la defensa". 

1
' 

;l~ 
1 • 

J-9, Ahora bien, el hecho de que el inculpado pudiese conocer por los medios de 
omunicación respecto del tema de la investigación, ello no le exime al Estado de su 
bligación de informarle previa y detalladamente el contenido de la acusación. 
omando en cuenta dicha circunstancia, la Corte Interamericana ha enfatizado que " [e]l 

nvestigado, antes de declarar, tiene que conocer de manera oficial cuáles son los 
echos que se le imputan, no sólo deducirlos de la información pública o de las 

preguntas que se le formulan" (Caso Barreta Leiva vs. Venezuela). 

En buena cuenta, la finalidad de este derecho es brindarle al acusado en forma oportuna 
todos los elementos de hecho y de derecho, así como los medios probatorios que 
fundamentan la acusación con el fin de que éste pueda ejercer en forma adecuada y 
razonable su derecho a la defensa. 

a.§ Derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación en sede 
administrativa 

20. En sede administrativa sancionatoria, este derecho se encuentra reconocido en los 
artículos 234.3 y 235 .3 de la Ley N.0 27444, cuyo textos disponen: 

Artículo 234.- Caracteres del procedimiento san · nador 
Para el ejercicio de la potestad sancion ora se equiere obligatoriamente 
haber seguido el procedimiento legal o regla entariamente establecido 
caracterizado por: 
3. Notificar a los administrados los hechos e se le imputen a título de 
cargo, la calificación de las infracciones que les hechos pueden construir y 
la expresión de las sanciones que, en su so, se le pudiera imponer, así 
como la autoridad competente ner la sanción y la norma que 
atribuya tal competencia. 

Artículo 235.- Procedimiento sancio 
Las entidades en el ejercicio de s potestad sancionadora se ceñirán a las 
siguientes disposiciones: 
3. Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad 
instructora del procedimiento formula la respectiva notificación de cargo al 
po · e sancionado, la que debe contener los datos a que se refiere el 

m r 1 3 del artículo precedente para que presente sus descargos por escrito 
lazo que no podrá ser inferior a cinco días hábiles contados a partir de 
de notificación. 
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b.§ Derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación en sede 
parlamentaria 

. No cabe duda que las comisiones investigadoras del Congreso constituyen la primera 
fase del proceso acusador de los altos funcionarios del Estado. Primero se investiga y 
como consecuencia de las investigaciones se concluye en la mayoría de los casos 
sugiriendo al pleno del Congreso el levantamiento de las inmunidades y las 
prerrogativas; o la iniciación de procedimientos de acusación ante el Ministerio Público 
por la comisión de supuestos delitos, o en su defecto el traslado de cargos por 
inconductas funcionales o por actuaciones reñidas con la ética parlamentaria. En otras 
oportunidades las comisiones formulan denuncias ante el subgrupo de acusaciones 
constitucionales para el inicio de las respectivas acusaciones. Más aún, un 
parlamentario que haya sido o sea miembro de una comisión investigadora puede 
denunciar ante la subcomisión de acusaciones constitucionales a cualquier funcionario 
que haya sido invitado a declarar. Con vertiginosa rapidez y a veces por la fuerza de la 
influencia mediática, el invitado puede pasar de la condición de citado a acusado, sin 
que en el interín haya podido ni siquiera enterarse qué se investiga, para qué se 
investiga y por qué se lo cita. Es obvio que ante estas situaciones la persona se halla en 
una completa indefensión. Igual a la del ciudadano cuando es víctima de 
investigaciones policiales o del Ministerio Público que acont sin motivaciones 
razonables, con exceso de tiempo y sin control judicial. 

22. En la siempre constante labor de optimización de los dere os fundamentales, la 
doctrina, la judicatura y el Código Procesal Constitucional n ampliado los efectos 
protectores del proceso constitucional de hábeas corpus. Est procede para amparar "el 
derecho a que se observe el trámite correspondiente cuando e trate del procedimiento o 
detención de las personas, a que se refiere el artículo 99° de la Constitución" [artículo 
25° inciso 19 del Código Procesal Constitucional]. Y n cabe duda que "la observancia 
del trámite correspondiente" hace referencia no a cu quier trámite, sino a aquel que 
tiene lugar con las garantías del debido proceso. 

23. El derecho a la comunicación previa y detallada d la acusación, supone en primer lugar 
que las comisiones investigadoras deben dar a , onocer con claridad bajo qué cargos y 
por qué e· cunstancias se cita a una persona a declarar. Impone asimismo al Congreso la 
obligac· n de legislar con claridad los distintos procedimientos sancionatorios, 
espec· mente para garantizar los derechos que le asisten a quienes son investigados y 
cita s. Es la única forma de garantizar que los altos funcionarios o los ciudadanos, 
se n sea el caso, conozcan en forma previa, clara, integral y suficientemente detallada 
1 s hechos (a · s u omisiones) por los que son citados a una Comisión 

vestigador · litos que se le imputan en el ejercicio de la función (antejuicio) o 
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las infracciones constitucionales previamente tipificadas Guicio político), a fin de que 
puedan ejercer en forma efectiva su derecho a la defensa. 

2-4-:f.l incumplimiento del derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación o 

¡e los motivos de la investigación, pueden constituir una clara vulneración del derecho 
la defensa, como ya lo dejó sentado en su oportunidad la Corte lnteramericana en el 

aso Tribunal Consatucional vs. Perú, cuando indicó que la vulneración del derecho al 
debido proceso se produjo por cuanto "los inculpados no tuvieron conocimiento 
oportuno y completo de los cargos que se les hacían y se les limitó el acceso al acervo 
probatorio". 

5. El Tribunal Constitucional reitera su exhortación al Congreso de la República (STC N° 
006-2003-AI/TC), para que éste cumpla con establecer en su Reglamento "un 
procedimiento de acusación constitucional para los casos de juicio político" y para los 
que tienen lugar en las comisiones investigadoras, ya que resulta necesario fijar plazos 
de actuación, principios procesales, criterios para la ponderación de pruebas, requisitos 
para el levantamiento del secreto bancario, de las comunicaciones y de los documentos 
privados, medios de impugnación, tachas, recusaciones, impedimentos, etc. 

2.3.§ Derecho a la concesión del tiempo y los medios adecuados para preparar la 
defensa 

26. El derecho a contar con el tiempo y los medios ad uados pa a preparar la defensa se 
encuentra previsto en el artículo 8.2.c de la Co nción Amer. cana. En sentido similar, 
el Título Preliminar del Código Procesal P al en su artíc lo IX reconoce que toda 
persona "tiene derecho a que se le conc a un tiempo ra nable para que prepare su 
defensa". 

A decir de la Corte lnteramerican , este derecho "obli al Estado a permitir el acceso 
del inculpado al conocimiento 1 expediente llevad en su contra" y le exige que se 
respete el "principio del contradictorio, que garanti a la intervención de aquél en el 
análisis de la prueba" (Caso Barreta Leiva vs. Vene uela). 

En el Cas del Tribunal Constitucional vs. Perú la Corte Interamericana concluyó que 
el Esta , o peruano había violado el derecho á! debido proceso porque "[e ]1 plazo 
otorg o [por el Congreso de la República a los magistrados] para ejercer su defensa 
fue xtremadamente corto, considerando la necesidad del examen de la causa y la 
re 1sión del acervo probatorio a que tiene derecho cualquier imputado". 

e tencia del Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, de fecha 30 de 
e Interamericana consideró que el Estado peruano había violado 
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este derecho, puesto que de acuerdo al Código de Justicia Militar, una vez producida la 
acusación fiscal se concedía a la defensa doce horas para conocer los autos, tiempo a 
todas luces insuficiente y muy reducido para poder prepararla adecuadamente. 

1 / ---.._ 

/1 a.§ erecho a la concesión del tiempo y los medios adecuados para preparar la 

W
l;i defen a en sede administrativa 

1 27. n sede administrativa sancionatoria, este derecho se encuentra reconocido en el 
rtículo 234.4 de la Ley N. 0 27444, cuyo texto dispone: 

~ ! ,-._ Artículo 234.- Caracteres del procedimiento sancionador 
Para el ejercicio de la potestad sancionadora se requiere obligatoriamente 
haber seguido el procedimiento legal o reglamentariamente establecido 
caracterizado por: 
4. Otorgar al administrado un plazo de cinco días para formular sus 
alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el ordenamiento 
jurídico conforme al numeral 162.2 del Artículo 162, sin que la abstención 
del ejercicio de este derecho pueda considerarse elemento de juicio en 
contrario a su situación. 

b.§ Derecho a la concesión del tiempo y los medios adecuados para preparar la 
defensa en sede parlamentaria 

28. En sede parlamentaria, este derecho se encuentra recono 
Reglamento del Congreso de la República, que dispo 

Procedimiento de acusación cons tucional 

n el artículo 89.d.1 del 

Artículo 89°.- Mediante el procedimiento d acusac10n constitucional se 
realiza el antejuicio político de los a os funcionarios del Estado 
comprendidos en el artículo 99° de la Consf ución Política. 
( .. . ) 
La Subcomisión de Acusaciones Co stitucionales realiza su función 
conforme al siguiente procedimiento: 
l.( .. . ) A la notificac ión se adjuntan l s anexos correspondientes y se otorga 
al denunciado un plazo de cinco (05 días hábiles para formular su descargo 
por escrito y presentar u ofrecer lo medios indiciarios y/o probatorios que 
considere necesarios. 

1 
1 Tribunal Constit ional advierte que en el Reglamento del Congreso de la República 
o se ha establee· o n plazo para ofrecer descargos frente a las acusaciones formales 

s comisiones investigadoras y de fiscalización, lo que pone en 



íl 
1 

/ 

1 
l 

\)e \..\C AOft. p 
,.. &.p 

"'Uc:. ' 
' 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
111111111111111111111111111111111111~11~1 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
PLENO 

FOJAS 1 0 Ü Ü Ü 2 Ü 

EXP. N.0 00156-2012-PHC/TC 
LIMA 
CÉSAR HUMBERTO TINEO CABRERA 

riesgo el derecho de defensa. No debe olvidarse que cuando la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos condenó al Estado peruano por la destitución de tres magistrados 
_9el Tribunal Constitucional , su principal argumento fue que éstos no habían contado 
con el tiempo suficiente para preparar su defensa. Sería recomendable, por 
cons' uiente, que el Congreso adecue sus procedimientos a los estándares mínimos de 
prot cción del debido proceso, lo que supone modificar su reglamento a fin de 

'! esta lecer un plazo razonable que tenga en cuenta la complejidad de los casos a 
lj ~ inv stigar. 

. 2.4.§ cusación y derecho a la defensa 

n el Caso Barreta Leiva vs. Venezuela, la Corte Interamericana ha precisado que el 
"derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una 
persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando 
finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena. Sostener lo 
opuesto implicaría supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la 
defensa ( ... ) a que el investigado encuentre en determinada fase procesal, dejando 
abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a 
través de actos de autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u oponerse 
con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la Convención eric a". 

30. En efecto, impedir que la persona ejerza su derecho a la fensa desd que se inicia la 
investigación en su contra y el hecho que la autorid disponga o ejecute actos que 
implican afectación de derechos es potenciar los aeres investig ivos del Estado en 
desmedro de los derechos fundamentales de 1 persona investi da. El derecho a la 
defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo mome o como un verdadero 
sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, no simplemente como 
objeto del mismo. 

31. Por dicha razón, en la sentencia del Caso Fermin Ramirez vs. Guatemala, la Corte 
Interamericana subrayó que "[l]a descripción material de la conducta imputada" 
recogida en la acusación constituye "la referencia indispensable para el ejercicio de la 
defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador en la sentencia. De 
ahí que el imputado tenga derecho a conocer, a través de una descripción clara, 
detall a y precisa, los hechos que se le imputan. La calificación jurídica de éstos puede 
ser dificada durante el proceso por el órgano acusador o por el juzgador, sin que ello 
ate e contra el dere o e defensa, cuando se mantengan sin variación los hechos 

las arantías procesales previstas en la ley para llevar a cabo la 
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32. Como se ha sostenido en la STC 00090-2004-AAffC, el derecho a la defensa protege el 
derecho a no quedar en estado de indefensión en cualquier etapa del proceso judicial o 
del procedimiento administrativo sancionatorio. Este estado de indefensión no solo es 
evide -te cuando, pese a atribuírsele la comisión de un acto u omisión antijurídico, se 
sancio a a un justiciable o a un particular sin permitirle ser oído o formular sus 
desear os, con las debidas garantías, sino también a lo largo de todas las etapas del 
proce o o procedimiento y frente a cualquier tipo de articulaciones que se puedan 

1 // 8\.) prom
1 

ver. 

/ _' · Est~ derecho se ejerce a través de otros derechos, tales como el derecho a ejercer su 
autfdefensa material; el derecho a intervenir, en igualdad de condiciones, en la 

/ acrvidad probatoria; el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes; el derecho a 
• ~Jardar silencio o abstenerse de declarar; el derecho a no autoincriminarse; el derecho a \ T defensa técnica, el derecho a traductor o intérprete, el derecho a ser oído, entre otros. 

a.r Acusación y derecho a la defensa en sede administrativa 

313. En sede administrativa sancionatoria, este derecho se encuentra reconocido en el 
/ numeral 1.2 del artículo IV del Título Preliminar y en los artículos 234.4 y 235 .3 de la 
' Ley N.0 27444, cuyos textos disponen: 

Artículo IV.- Principios del procedimiento ad 1stra ivo 
l. El procedimiento administrativo se su enta fu damentalmente en los 
siguientes principios, sin perjuicio de la vigen ia de otros principios 
generales del Derecho Administrativo: 
1.2. Principio del debido procedimiento.- Los a inistrados gozan de todos 
los derechos y garantías inherentes al debido ocedimiento administrativo, 
que comprende el derecho a exponer s argumentos, a ofrecer y 
producir pruebas y a obtener una deci ión motivada y fundada en 
derecho (resaltado nuestro). 

Artículo 234.- Caracteres del procedimie o sancionador 
Para el ejercicio de la potestad sancio adora ·se requiere obligatoriamente 
haber seguido el procedimiento leg o reglamentariamente establecido 
caracterizado por: 
4. Otorgar al administrado un plazo de cinco días para formular sus 
alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el ordenamiento 
jurídico conforme al numeral 162.2 del Artículo 162, sin que la abstención 
del ej io de este derecho pueda considerarse elemento de juicio en 
contr rio a su situación (resaltado nuestro). 

1 



1 

1 

1 
1 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
PLENO 

((..q\l(I,\..ICA DE( P~.p 

•• FOJAS 1 0 0 Ü Ü 2 2 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
11111111111111 1 111 1111111111111 11111~11~1 
EXP . N. 0 00156-2012-PHC/TC 
LIMA 
CÉSAR HUMBERTO TINEO CABRERA 

Artículo 235.- Procedimiento sancionador 

/:V ¡ -. 
Las entidades en el ejercicio de su potestad sancionadora se ceñirán a las 
siguientes disposiciones: 
3. Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad 
instructora del procedimiento formula la respectiva notificación de cargo al 
posible sancionado, la que debe contener los datos a que se refiere el 
numeral 3 del artículo precedente para que presente sus descargos por escrito 
en un plazo que no podrá ser inferior a cinco días hábiles contados a partir de 
la fecha de notificación. ¡ 

sación y derecho a la defensa en sede parlamentaria: antejuicio político, 
autonomía e independencia del Poder Judicial y del 

Sobre la legitimidad constitucional de la regulación que tiene el anteJUICIO político, 
conviene recordar que en la STC 0000 -2003-Al/TC se concluyó que el sentido 
normativo del tercer y quinto párr 1 artículo 100° de la Constitución eran 
contrarios a los incisos 1) y 2) de artícu 139° y al 159° de la propia Carta, en tanto 
disponen que: 

En caso de re lución ac satoria de contenido penal , el Fiscal de la Nación 
formula de ncia ante 1 Corte Suprema en el plazo de cinco días. El Vocal 
Supremo enal abre 1 mstrucción correspondiente. 

Los rminos de 1 denuncia fiscal y del auto apertorio de instrucción no 
pu élen exceder · reducir los términos de la acusación del Congreso. 

En dicha ocasión, el Trib nal subrayó que " las referidas disposiciones son contrarias al 
aludido principio fund ental sobre los que se sustenta el Estado democrático de 
derecho: la separación de poderes. Si bien dicho principio no puede negar la mutua 
colaboración y fiscalización entre los poderes públicos, impone la ausencia de toda 
injerencia en las funciones esenciales y especializadas que competen a cada una de las 
instituciones que diagraman la organización del Estado. En tal sentido, en modo alguno 
puede restringirse la autonomía que e responde al Ministerio Público en el 

esenvolvimiento de las funciones que Constitución le ha conferido en su artículo 
9°; menos aún puede aceptarse la · itación de los principios de unidad, exclusividad 
independencia de la función · 1sdiccional (incisos 1 y 2 del artículo 139°), la que, 
sde luego, alcanza tambié 1 juez instructor encargado de evaluar la suficiencia de 

e mentos de juicio que · stifiquen la apertura de instrucción y de conducir la etapa 
estigativa del proce 
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35. Las incongruencias posibles de la Constitución no sólo constituye una discusión teórica 
sino que puede aparejar problemas prácticos. Existe la posibilidad de que se presenten 
no sólo por defectos en la concepción del poder constituyente originario, sino en las 
reformas llevadas a cabo por el poder constituyente derivado. El Tribunal 

11 Consfit cional ha señalado que es competente para controlar las posibles reformas a la 

1

/Í,: Constit ción que tienen Jugar sin tomar en consideración las exigencias formales de la 
¡ propia ey Fundamental , incluso las que pueden verificarse porque son contrarias a los 

j compr misos internacionales de protección de Jos derechos humanos (control de 
¡; conv cionalidad). 

/ J\J 
) 36. No solo la existencia de normas constitucionales inconstitucionales es una cuestión 

pr ctica, sino que también la jurisprudencia de la Corte lnteramericana demuestra que 
ueden existir normas constitucionales inconvencionales, es decir, normas 

constitucionales de los Estados partes de la Convención Americana que pueden 
contravenir o infringir los tratados internacionales sobre derechos humanos. Como 
muestra de ello puede citarse la senten · del Caso "La Última Tentación de Cristo " 
(Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, fecha 5 de febrero de 200 l . En este caso, la Corte 
Interamericana concluyó que" stado vi ló el derecho a la libertad de pensamiento y 
de expresión consagrado en artículo 13 e la Convención Americana", porque en ese 
entonces "el artículo 19 umero 12 de u] Constitución establec[ía] la censura previa 
en la producción cine atográfica y, p lo tanto, determin[ó] los actos de los Poderes 
Ejecutivo, Legislati o y Judicial". 

En el cuarto pu to resolutivo de est sentencia, la Corte Interamericana decidió ordenar 
que "el Estad debe modificar su rdenamiento jurídico interno, en un plazo razonable, 
con el fin de suprimir la censura 

37. Según el artículo 93° de la Constitución, la inmunidad parlamentaria garantiza que los 
altos funcionarios no sean "responsables ante autoridad ni órgano jurisdiccional alguno 
por las opiniones y votos que emiten en el ejercicio de sus funciones" (inviolabilidad de 
votos y opiniones). Y no pueden ser procesados ni presos sin previa autorización del 
Congreso o de la Comisión Permanente, desde que son elegidos hasta un mes después 
de haber cesado en sus funciones, excepto por delito flagrante. 

E a prerrogativa busca que "los altos funcionarios ejerzan el poder de la manera más 
ad uada", en tanto busca "protegerlos cualquier tipo de ataques injustificados que 

an hacerlos desatender sus pri aJes cometidos funcionales" (STC 00026-2006-
). Esta garantía busca ervar la independencia y autonomía de Jos altos 

onarios, a fin de que n cumban a las presiones. 
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38. La inmunidad parlamentaria de arresto y proceso es una garantía procesal penal de 
carácter político de la que son titulares los congresistas, de forma tal que éstos no 
puedan-~er detenidos ni procesados penalmente, sin la aprobación previa del Congreso 
de la Re~ublica. Su objeto es prevenir aquellas detenciones o procesos penales que, 
sobre baSfs estrictamente políticas, pretendan perturbar el debido funcionamiento del 
Congres9, o alterar su conformación. Una vez determinada la ausencia de toda 

\.~ )llOtivac· 'n política en la acusación, el Congreso tiene el deber de levantar la inmunidad 
'" \_/al imp tado (cfr. STC 00006-2003-AI/TC). En conclusión, lo que se reconoce 

constit cionalmente como inmunidad parlamentaria son las inmunidades de arresto y 

la inmunidad parlamentaria opera sólo respecto de delitos comunes, 
m· ntras que el antejuicio es un procedimiento contra Jos altos funcionarios por Jos 
d litas cometidos en el ejercicio de sus funciones, aunque es obvio que ambas se 

ncuentran estrechamente vinculadas. La doctrina es unánime al sostener que dichas 
prerrogativas le pertenecen al Congreso y no al congresista. Ello implica en Jo esencial 
que el levantamiento de la inmunidad no está a disposición del parlamentario en 
funciones. Este no puede renunciar a la inmunidad. Es el propio Congreso quien decide, 
porque su finalidad es impedir que a través de presiones externas contra sus miembros 
el Parlamento se vea afectado en su independencia. No puede decirse lo mismo, sin 
embargo, de los parlamentarios que ya no ejercen cargo ni de aquellos que han dejado 
de ejercer otras magistraturas, como puede ser el caso del Presidente de la República, 
los ministros de Estado, Jos magistrados del Tribu o stitucional; los miembros del 
Consejo Nacional de la Magistratura, vocales la Co Suprema, fiscales supremos, 
Contralor General y Defensor del Pueblo. 

39. La prerrogativa de la inmunidad est' en franca o solescencia. Cada vez con mayor 
fuerza se impone la idea de que es una instit ión que no cumple con los fines 
señalados sino que es escudo de la impunid d. De ahí que sea imperativo una 
interpretación de sus alcances frente a la ne esidad de legitimarla ante la opinión 
pública. Pero también para devolverle al Mini erio Público y al Poder Judicial su cabal 
participación en el juzgamiento de los alto funcionarios, entendidos como órganos 
autónomos e independientes y no como " mples mesas ·de parte" de la voluntad del 
Congreso. 

secuencia, los funcionarios enumerados en Jos artículos 99° y 100° de la 
itución, pero que ya no ejercen funciones pueden renunciar a la prerrogativa 

fi cional del antejuicio político. No se requiere que la renuncia sea aceptada o 
bada por Congreso de la República para que produzca efectos jurídicos. Basta 

en forma expresa. La presentación de la renuncia origina que el 
concluya de oficio, Jo que implica que el Ministerio Público y el 



/ 
/ 

1 

1 
1 

\)6\.lCAOfl.p 
._. ~i' 

... e:. . 

' 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
PLENO 

FOJAS 1 o o o o 2 5 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
11111111111111 1 111 1111111111111~111~11~1 

\ 

1 

EXP. N.o 00156-2012-PHC/TC 
LIMA 
CÉSAR HUMBERTO TINEO CABRERA 

Poder Judicial inician una propia investigación, con autonomía e independencia, sin que 
estén obligados a las conclusiones del Congreso de la República. 

41. La renuncia y conclusión del antejuicio político origina que todo lo actuado en el 
. CQJlgreso sea automáticamente remitido al Fiscal de la Nación, para que éste investigue 

y d~termine si los hechos constituyen delitos cometidos en el ejercicio de la función, a 
fin 9e que formule denuncia ante la Corte Suprema. Esta forma de razonar es conforme 
al nrincipio de separación de poderes, en tanto respeta la autonomía que le corresponde 
al · inisterio Público en el ejercicio de las funciones que la Constitución le ha conferido 
e su artículo 159°, toda vez que desde la fecha de publicación de la STC 00006-2003-

l/TC hasta la presente fecha, el Congreso de la República no ha cumplido con 
reformar el tercer y quinto párrafo del artículo 100° de la Constitución, a pesar de que el 
Tribunal precisó que "las referidas disposiciones son contrarias al aludido principio 
fundamental sobre los que se sustenta el Estado democrático de derecho: la separación 
de poderes" y le exhortó "a realizar la reforma constitucional correspondiente". 

2.5.§ Derecho a la presunción de inocencia 

42. El artículo 8.2 de la Convención Americana dispone que: 

Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. 

En la sentencia del Caso Suárez Rasero vs. Ecuador, fecha 12 de noviembre de 
1997, la Corte Interamericana destacó que en el de cho a la presunción de inocencia 
"subyace el propósito de las garantías judiciale al afirm la idea de que una persona 
es inocente hasta que su culpabilidad sea de ostrada". e este principio se deriva "la 
obligación estatal de no restringir la li rtad del de nido más allá de los límites 
estrictamente necesarios para asegurar que no imped· á el desarrollo eficiente de las 
investigaciones y que no eludirá la acción de la jusfcia, pues la prisión preventiva es 
una medida cautelar, no punitiva". 

43. Para la Corte Interamericana, este derecho tambié "exige ·que una persona no pueda ser 
conde a mientras no exista prueba plena [en éndase prueba suficiente y pertinente] 

esponsabilidad penal. Si obra contra ell prueba incompleta o insuficiente, no es 
dente condenarla, sino absolverla" (Cas Cantora! Benavides vs. Perú, sentencia 

18 de agosto de 2000). 

De la jurisprudencia citada, puede concluirse que el derecho a la presunc10n de 
inocencia se con g como una regla de tratamiento del imputado y como una regla de 
juicio. Sobre 1 ext sión de este derecho, conviene tener presente que el Tribunal 
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Europeo ha precisado que "no se limita a una simple garantía procesal en materia penal. 
Su alcance es más amplio y exige que ningún representante del Estado o de la autoridad 
pública declare que una persona es culpable de una infracción antes de que su 
culpabilidad haya sido establecida [en forma definitiva] por un tribunal" (Caso Lizaso 

1
Q /1 Azconobieta c. España, sentencia del 28 de junio de 2011 ). 

~ V Por dicha razón, el Trib.unal Europeo ha precisado que la violación del derecho a la 
1 t presunción de inocencia puede emanar no solo de un juez o de un tribunal sino también 

1 de otros agentes del Estado y personalidades públicas (Cfr. Caso Allenet de Ribemont c. 
Francia, sentencia del 1 O de febrero de 1995, Caso Daktaras c. Lituania, sentencia del 
1 O de octubre de 2000 y Caso Lizaso Azconobieta c. España, sentencia del 28 de junio 

/----.- e 2 

44. Como r gla de tratamiento del imputado, los incisos 1 y 2 del artículo Il del Título 
Prelimin r del Código Procesal Penal , prescriben que "[t]oda persona imputada de la 
comisió de un hecho punible es considerada inocente, y debe ser tratada como tal , 
mientr no se demuestre lo contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante 
senten ia firme debidamente motivada" y que "[h]asta antes de la sentencia firme, 
ning' funcionario o autoridad pública puede presentar a una persona como culpable o 
brin ar información en tal sentido". 

L violación del derecho a la presunción de inocencia como regla de tratamiento del 
i putado fue comprobada por la Corte lnteramericana en el Caso Cantora! Benavides 
s. Perú, por cuanto "el señor Cantora) Benavides fue exhib. o ante los medios de 

comunicación, vestido con un traje infamante, como aut ael elito de traición a la 
patria, cuando aún no había sido legalmente procesado conde 

Lo mismo ha ocurrido en el Caso Lizaso Azcon ieta c. Esp, ña, en donde el Tribunal 
Europeo consideró la violación de este de cho porque ' ólo tres días después del 
arresto y detención del demandante en el marco de una operación policial llevada a 
cabo contra la organización terrorista E.T.A., el Go ernador civil de Guipúzcoa 
organizó una rueda de prensa" en la que lo identificó "p r su nombre en dos ocasiones" 
y se refirió al él "sin matices ni reservas, como uno e los miembros de un comando 
terrorista que habían sido detenidos en una ope ción policial" aun "cuando la 
investigación policial no había finali zado en el mon{ento en el que se celebró la rueda 
de prensa". Es m' , la "rueda de prensa convocada por el Gobernador civil tuvo lugar 
cuando el de dante no había sido aún puesto a disposición del Juez para hacer su 
declaración" es decir, antes "incluso de la apertura de diligencias penales contra el 
demanda e" . Por dicha razón, se concluyó que " [l]a rueda de prensa así realizada, de 
una p e, incitaba lico a creer en la culpabilidad del demandante y, de otra, 

gaba de la apr ciaci n de los hechos por los jueces competentes" . 
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45 . Como regla de juicio, la presunc10n de inocencia impone que para declarar la 
responsabilidad penal de una persona se "requiere de una suficiente actividad probatoria 
de cargo, obtenida y actuada con las debidas garantías procesales. En caso de duda 
sobre la responsabilidad penal debe resolverse a favor del imputado" (inciso 1 del 

~ - artículo 11 del Título Preliminar del Código Procesal Penal) . 

. J l Esta perspectiva de la presunción de inocencia determina que no puede trasladarse la 

\

. carga de la prueba a quien precisamente soporta la imputación, pues eso significaría que 

' 

lo que se sanciona no es lo que está probado en el proceso o procedimiento, sino lo que 
el imputado, en este caso, no ha podido probar como descargo en defensa de su 

ia (Cfr. STC 02192-2004-AA/TC). 

,. '!! razón, en la STC 08811-2005-PHC/TC el Tribunal estableció que el derecho 
a la pre unción de inocencia reconocido en el artículo 2°, inciso 24, literal e) de la 
Constit ción, obliga "al órgano jurisdiccional a realizar una actividad probatoria 
suficie te que permita desvirtuar el estado de inocente del que goza todo imputado, 

te no puede ser condenado solo sobre la base de simples presunciones" . 

a.§ Der. cho a la presunción de inocencia en sede administrativa 

sede administrativa sancionatoria, este derecho se denomina presunción de licitud y 
e encuentra previsto en el artículo 230.9 de la Ley N.0 27444, cuyo texto dispone: 

Artículo 230.- Principios de la potestad sanci ra administrativa 
La potestad sancionadora de todas las e 1dades está regida adicionalmente 
por los siguientes principios especial . 
9. Presunción de licitud.- L entidade deben presumir que los 
administrados han actuado ape eres mientras no cuenten con 
evidencia en contrario. 

En la STC 02192-2004-AA/TC se estimó la dem da de amparo porque el Tribunal 
comprobó, ent otros hechos, que la Municip idad Provincial de Tumbes había 

recho a la presunción de inocenci de los demandantes. En este sentido, 
se prectsa e al haberse dispuesto "que sea el propio investigado administrativamente 

uestre su inocencia, se ha[bía] quebrantado el principio constitucional de 
pres ión de inocencia que también ri ge el procedimiento administrativo sancionador, 

· uyéndolo por u la de culpabilidad que resulta contraria a la Constitución". 

de inocencia en sede parlamentaria y las inhabilitaciones 
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47. Cuando se trata de las inhabilitaciones a las que hace referencia el artículo 99° de la 
Constitución por la comisión de delito en el ejercicio de la función, el Congreso no 
puede imponerlas sin previo juicio y sentencia firme del Poder Judicial que declare la 
responsabilidad penal del funcionario. El Tribunal ratifica su doctrina vinculante 
recaída en la STC 006-2005-Pl/TC en el sentido que el Congreso de la República no 

V\ ) puede inhabilitar en el ejercicio de la función pública a ningún funcionario por la 
· .. V supuesta comisión de delitos si es que previamente no hay sentencia firme dictada por 

~ el Poder Judicial. En aras a garantizar en sede parlamentaria el derecho a la presunción 
· de inocencia, para inhabilitar hasta por diez años por comisión de delitos, el Congreso 

1 

/ 
está obligado a esperar el pronunciamiento judicial firme de culpabilidad. Cosa distinta 
implicaría violación del debido proceso y trasgresión del principio de división de 
poderes, pues el Congreso usurparía la función jurisdiccional de los jueces penales. 

\ 

2.6.§ Der cho a ser juzgado por un juez o tribunal independiente e imparcial 

11 

1 
culo 8.1 de la Convención Americana establece: 

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas ntías dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal ( .. . ) independiente e imparcial 
( ... )en la sustanciación de cualquier acusación penal formula a contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones e orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

if 1 
1 
1 

derecho a ser juzgado por un juez o tribunal independient e imparcial es una 
garantía fundamental del debido proceso. Si bien la independe cia y la imparcialidad 
están relacionadas, ambas tienen un contenido jurídico propio. n este sentido, la Corte 
Interamericana ha precisado que "uno de los objetivos principales que tiene la 
separación de los poderes públicos es la garantía de la i ependencia de los jueces. 
Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el· Estado tanto en su faceta 
institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como también 
en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez 
específico". 

El objef o de la independencia "radica en evitar que el sistema judicial en general y sus 
integ tes en particular se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el 
eje "cio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por parte 

aquellos magistrados que ejercen funciones de revisión o apelación" (Caso Apitz 
arbera y otros vs. zuela, sentencia del 5 de agosto de 2008). 
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dimensiones a saber: 
a. Externa. Esta dimensión garantiza que el juez o tribunal no admita presiones de fuera 

para resolver un caso en un determinado sentido. 
Interna. Esta dimensión garantiza que el juez o tribunal en su actuación no se sujete a 
los intereses de los órganos (administrativos o jurisdiccionales) que conforman el Poder 
Judicial. 

1 
, En sentido similar, en la sentencia del Caso Pabla KY c. Finlandia, de fecha 26 de junio 
de 2004, el Tribunal Europeo ha señalado que "el tribunal debe carecer, de una manera 
subjefi\i' de prejuicio personal" y "también debe ser imparcial desde un punto de vista 
objetivo, es decir, debe ofrecer garantías suficientes para que no haya duda legítima al 
respecto. Bajo el análisis objetivo, se debe determinar si, aparte del comportamiento 
personal de los jueces, hay hechos averiguables que podrán suscitar dudas respecto de 
su imp cialidad. En este sentido, hasta las apariencias podrán tener cierta importancia. 
Lo qu está en juego es la confianza que deben inspirar los tribunales a los ciudadanos 
en un sociedad democrática y, sobre todo, en las partes del caso". 

51. La orte Interamericana también ha destacado que la imparcialidad tiene aspectos tanto 
s ~etivos como objetivos. En este sentido, ha precisado que la imparcialidad exige que 
el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa 

careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, así · , ofreciendo garantías 
suficientes de índole objetiva que permitan desterrar t a du que el justiciable o la 
comunidad puedan albergar respecto de la ause a de i arcialidad" (Caso Apitz 
Barbera y otros vs. Venezuela). 

En el caso de la imparcialidad personal o subjetiva, el ribunal Europeo ha precisado 
que ésta se presume a menos que exista prueba en ca trario, en tanto que se relaciona 
con la convicción personal del juez o de los in grantes del tribunal en un caso 
determinado (Cfr. Caso Daktaras c. Lituania), A d cir de la Corte Jnteramericana, este 
tipo de imparcialidad implica que el juez o los i tegrantes del tribunal "no tengan un 
interés directo, una posición tomada, una prefere cía por alguna de las partes y que no 
se encuentren involucrados en la controversia,' (Caso Palamara lribarne vs. Chile, 
sentencia 1 22 de noviembre de 2005). 

s que en la imparcialidad objetiva el juez o tribunal "debe aparecer como 
ndo sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa 

ndirecta, sino única y exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho" (Caso 
11p · z Barbera os vs. Venezuela). Esta dimensión busca eliminar dudas o temores 

gítimos o fl s sospechas de parcialidad en aquél que va a ser juzgado. En este 
sentido, incl ariencias pueden ser determinantes. 
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52. En conclusión, el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial "es una 
garantía fundamental del debido proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o 
tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad 

\ ') 1\ ) para enfrentar el juicio" (Caso Palamara Iribarne vs. Chile). Este derecho también 
V V subyace en la etapa de investigación: derecho a ser investigado por un órgano 
.; independiente e imparcial. En tal sentido, el artículo IV del Título Preliminar del 
ii Código Procesal Penal establece que el "Ministerio Público está obligado a actuar con 

bjetividad" y su artículo 61.1 dispone que el "Fiscal actúa en el proceso penal [que 
omprende la etapa de investigación preparatoria] con independencia de criterio. 

Adecua sus actos a un criterio objetivo". 

/
[a impar ·alidad puede verse afectada con las declaraciones del fiscal, del juez o de los 

. integrant del tribunal fuera de la investigación o del proceso que se encuentren 
/ tramitan o, respectivamente. Si bien son titulares del derecho a la libertad de expresión, 

cuando efectúan declaraciones relacionadas con el ejercicio de las funciones que 
ejerce , deben actuar con neutralidad y prudencia, no pueden evidenciar o proyectar 
preju· ios o juicios de valor sobre el investigado en el caso del fiscal o sobre el 
imp ado o alguna de las partes en el caso del juez o de los integrantes del tribunal, ni 
ta poco convicciones personales sobre Jo investigado o sobre el objeto de juzgamiento, 
y que ello afectaría su imparcialidad. 

El fiscal, el juez o los integrantes del tribunal al efectu éleclarac ones deben actuar con 
una diligencia aun mayor a la empleada por 1 particular u otros funcionarios 
públicos, en aras de evitar situaciones que uedan com rometer y menguar su 
imparcialidad en la investigación o en el pro so que se encu ntren tramitando. Por esta 
razón, en el artículo 324.1 del Código Procesal Penal se e fatiza que la investigación 
preparatoria "tiene carácter reservado". 

Con relación a la reserva del proceso, en la STC 00006-2009-PJ/TC el Tribunal precisó 
que "[l]a prohibición de comentarios recogida en el artículo 47°, inciso 6) de la Ley de 
Carrera Judicial [es falta grave comentar a través de cualquier medio de comunicación 
aspectos procesales o de fondo de un proceso en curso], entendida como límite a la 
libertad de expresión, no se aplica para los procesos ya concluidos, ni para los procesos 
no dirigidos por el juez, ni tiene conexión alguna con otro en el cual éste interviene( ... ) 
el límite( . . ) se extiende al juez y a las causas en giro e incluso a las causas que ya han 
adquirid autoridad de la cosa juzgada, es decir, únicamente cuando se pueda atentar 
contra moral, orden público, seguridad nacional y el derecho a la vida privada de las 
part , siempre ichos límites se enmarquen en el interés de la justicia". Este 

nam· nto es le, mutatis mutandis, a las investigaciones fiscales. 
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a.§ Derecho a ser juzgado por una autoridad administrativa independiente e 
imparcial en sede administrativa 

/

3. En sede administrativa, este derecho se encuentra reconocido únicamente como 
. principio de imparcialidad en el numeral 1.5 del artículo IV del Título Preliminar de la 

L . 7444, cuyo texto prescribe: ,.>; 
;/ ..-·· Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo. 

(\ _ J El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los ifV siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios 
l, \ generales del Derecho Administrativo: 

1 1.5. Principio de imparcialidad.- Las autoridades administrativas actúan sin 
ninguna clase de discriminación entre los administrados, otorgándoles 

1
1 tratamiento y tutela igualitarios frente al procedimiento, resolviendo 

conforme al ordenamiento jurídico y con atención al interés general. 

b.iDerecho a ser juzgado por una a orida independiente bajo criterios objetivos y 
t¡fzonables en sede parlamentaria 

1
154. Pueda que parezca extra- exigir e sede del Parlamento, órgano político por 

, excelencia, el derecho a er juzgado p r una autoridad independiente e imparcial. Pero 
/ no lo es. Muy por el e ntrario, el Co greso deberá tener el mayor de los cuidados a la 

hora de legislar los rocedimientos e infracción constitucional y de inhabilitación, ya 
sea por la comisi · n de delitos o or infracciones a la Constitución. Importa en este 
aspecto una es icta regulación e las recusaciones, formulación de tachas y una 
detallada lista de las causales e impedimento de los que integran las respectivas 
comisiones. 

55. Subyace en la propia Constitución el derecho a ser juzgado en sede política por una 
autoridad independiente bajo criterios objetivos y razonables cuando el artículo 100° de 
la Ley Fundamental exige que la suspensión o inhabilitación del funcionario se vota sin 
la participación de la Comisión Permanente, toda vez que ésta ha sido la que ha 
acusado, no pudiendo en consecuencia actuar como juez y parte o, en el mejor de los 
casos, como juez y fiscal al mismo tiempo. 

ste derecho también se encuentra previsto en el procedimiento de acusacwn 
artículo 89° del Reglamento del Congreso 

i) Luego de la sus ación del informe y la formulación de la acusación 
constitucional la Subcomisión Acusadora y el debate, el Pleno del 
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Congreso vota, pronunciándose en el sentido de si hay o no lugar a la 
formación de causa a consecuencia de la acusación. En el primer caso, el 
Pleno del Congreso debate y vota, en la misma sesión, si se suspende o no al 
Congresista acusado en el ejercicio de sus derechos y deberes funcionales, el 
cual queda sujeto a juicio según ley. En el segundo caso, el expediente se 
archiva. 

El acuerdo aprobatorio de una acusac10n constitucional, por la presunta 
comisión de delitos en ejercicio de sus funciones, requiere la votación 
favorable de la mitad más uno del número de miembros del Congreso, sin 
participación de los miembros de la Comisión Permanente. El acuerdo 
aprobatorio de suspensión requiere la misma votación (subrayado nuestro). 

/ 
1 

culo 8.4 de la Convención Americana prescribe que: 

El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo 
juicio por los mismos hechos. 

Esta garantía de prohibición de doble enjuiciamiento penal por los mismos hechos 
también se encuentra reconocida en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, cuyo texto dispone: 

Nadie podrá ser juzgado ni sancionado [el m smo hecho] por el cual 
haya sido ya condenado o absuelto por na sentenc·a firme de acuerdo con la 
ley y el procedimiento penal de cad país. 

El artículo lll del Título Preliminar d Código Proce al Penal lo reconoce como 
"interdicción de la persecución penal últiple", prescr· iendo que "[n]adie podrá ser 
procesado, ni sancionado mas de una vez por un mism hecho, siempre que se trate del 
mismo sujeto y fundamento . Este principio rige para las sanciones penales y 
administrativas. El derecho penal tiene preeminencia obre el derecho administrativo". 

Tnteramericana de Derechos Humanos este "principio busca proteger los 
e los individuos que han sido procesados por determinados hechos para que 

an a ser enjuiciados por los mismos hechos" (Caso Loayza Tamayo vs. Perú, 
cía del 17 de se tiembre de 1997). 

s pnnc1p10 en u 
ndenado de nu 

ensión material o sustantiva prohíbe que nadie pueda ser 
hechos ilícitos por los cuales ya ha sido absuelto o condenado 
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por una sentencia firme. Y en su dimensión formal o procesal veda que nadie pueda ser 
juzgado de nuevo por hechos ilícitos por los cuales ya ha sido absuelto o condenado por 
una sentencia firme (Cfr. STC 02050-2002-AA/TC). 

\ /\ 58~ En materia penal, este principio se vulnera cuando en la doble sanción o en el doble 
~ '· \_) juzgamiento se aprecia que concurre copulativamente la triple identidad de sujeto 

\ activo, de hecho (misma conducta: acciones u omisiones) y de fundamento (mismo 
\ \ contenido del ilícito penal o calificación legal). Sobre la identidad de fundamento 

resulta importante precisar que este principio no se vulnera en los supuestos de 
co o de delitos, pues si bien en estos casos puede haber una identidad de sujeto y 

e hecho, el fundamento de la incriminación es diferente, en la medida de que el mismo 
hecho lesi na una pluralidad de bienes jurídicos tutelados por diferentes tipos penales. 

En sentí o similar, el Tribunal Europeo ha precisado que no se vulnera el mencionado 
princip" cuando se juzga a una misma persona por delitos distintos, a pesar de que sean 
los mi mos hechos (Caso Oliveira c. Suiza, sentencia del 30 de julio de 1998). En este 
supu sto, se acepta que la misma conducta puede generar diversos delitos susceptibles 
de er sancionados de forma independiente sin vulnerar el principio non bis in ídem o 
n bis in idem. 

a. Principio non bis in idem en sede administrativa 

/s9. En sede administrativa sancionatoria, este derecho se denomina presunción de licitud y 
/ se encuentra previsto en el artículo 230.1 O de la Ley N .0 27444, cuyo texto dice: 

Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La potestad sancionadora de todas las entida est regida adicionalmente 
por los siguientes principios especiales: 
1 O. Non bis in idem.- No se podrá i oner sucesi a o simultáneamente una 
pena y una sanción administrativ or el mismo echo en los casos que se 
aprecie la identidad del sujeto, cho y fundame to. 

b.§ Principio non bis in idem en sede parlamentaria 

60. Las motiv. Iones políticas que dirigen la actuación e las comisiones investigadoras, 
fiscali oras, de inhabilitación o suspensión en el e· rcicio del cargo y las que llevan a 

procedimiento del antejuicio no son, ni pu den ser las mismas que motivan la 
isdiccional del Poder Judicial. La funció de este último tiene como finalidad 

e · itar la inocencia o el 
Congreso tienen otra: ersi 

servir de contrapeso y t ol d 

de responsabilid d penal del procesado. Las que ejerce 
uen reformar la legislación, fiscalizar al funcionario, 
1 Ejecutivo. 
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61. No cabe duda que en muchos casos, la política supone la descalificación del 
contrincante en buenos términos. El poder tiene dos caras, como el dios Jano. Una 
positiva, de construcción del bien común, de organización pacífica de la vida estatal. Y 
una negativa, que es la lucha por el poder. Para acceder a él, los partidos políticos se 
enfrentan ante el electorado no sólo a través de la exhibición pública de los programas 
de gobierno, sino mediante la denuncia de los hechos que la ciudadanía debe evaluar 
para formarse juicio de cara a las próximas elecciones . 

. ~2. En esta fase agonal, de lucha, el riesgo de la arbitrariedad es mayor que en cualquier 
otro sector de la vida estatal. Tal arbitrariedad se puede materializar mediante el 
proce miento o investigación de los mismos hechos que ya han sido evaluados por el 

opio p rlamento. A nadie le cabe la menor duda que dicha posibilidad supone una 
violació del principio non bis idem. Resulta necesario en consecuencia poner de 
relieve a interdicción de violar en sede política el principio non bis in idem. Su 
afectac· 'n coloca a la libertad personal en grave riesgo y convierte a las comisiones 
parlallf ntarias y a sus procedimientos sancionatorios en instrumentos de persecución 
polítiya . 

. En ¡ede parlamentaria el principio non bis in idem prohíbe el que un alto funcionario 
v11~Iva a ser sometido a una nueva o a sucesivas investigaciones por los mismos hechos 
~.Óe ya han sido objeto de investigación, antejuicio o procedimiento de inhabilitación 
por infracciones a la Constitución. Una nueva investigación, por los mismo hechos que 

. 'ya han sido investigados y votados en las Comisiones y/o en el Pleno del Congreso 
/ están prohibidas porque las finalidades de la investigación y acusación parlamentaria ya 

1 

/' se han cumplido (fiscalización, perfeccionamiento de la legislación, control político, 
1 etc.). La apertura de nuevas investigaciones por hechos que sido materia de 

/ investigación y procesamiento en sede política, sólo 1 stá perm · ida al Ministerio 

1
/ Público o al Poder Judicial, siempre y cuando se yan aportad nuevos elementos 

probatorios que permitan enervar el principio de cosa decidida . . K 2.8.§ Derecho al plazo razonable en la investigación o en el p ceso 

64. En la sentencia del Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua, fecha 29 de enero de 1997, la 
Corte Interamericana ha precisado que "[e]! artículo 8 e la Convención que se refiere a 
las garant' judiciales consagra los lineamientos de llamado "debido proceso legal" o 

éie defensa procesal", que consisten en el derecho de toda persona a ser oída 
con debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal 

petente, independie e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
st ciación de cua ier acusación penal formulada en su contra ( ... )" (resaltado 
estro). 
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Este derecho tiene como finalidad impedir que los investigados o procesados 
permanezcan largo tiempo bajo investigación o proceso y asegurar que ésta o éste se 
decida dentro de un plazo razonable, ya que una demora prolongada e injustificada 
puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales que 
consagra el debido proceso. Por dicha razón, en la RTC 03509-2009-PHC/TC el 
Tribunal enfatizó que no sólo "no pueden existir zonas exentas de control 
constitucional" , sino que "tampoco pueden haber plazos ni tiempos exentos de 
controf'. 

er ho a ser investigado dentro de un plazo razonable 

65. En lo ue concierne a la etapa de investigación preliminar), en la STC 02748-2010-
PHC/ C el Tribunal precisó que " la investigación preliminar (policial o fiscal) en tanto 
manifi stación del derecho al debido proceso alude a un lapso de tiempo suficiente para 
el es larecimiento de los hechos objeto de investigación y la emisión de la decisión 
resp ctiva. Si bien es cierto que toda persona es susceptible de ser investigada, no lo es 

.~ , ~enos que para que ello ocurra, debe existir la concurrencia de una causa probable y la 
~ , u 'squeda de la comisión de un ilícito penal en un plazo que sea razonable". 

j ., , n esta misma sentencia, se estableció que "para determinar la razonabilidad del plazo 
de la investigación preliminar, se debe acudir cuando menos a dos criterios: Uno 
subjetivo que está referido a la actuación del investigado y a la actuación del fiscal , y 
otro objetivo que está referido a la naturaleza de los hechos objeto de investigación". 

Sobre dicha base argumentativa, se concluyó que " [l]a razonabilidad del plazo de la 
investigación preliminar no puede ser advertida por el simple transcurso cronológico 
del tiempo, como si se tratase de una actividad mecánica, sino m bien se trata de 
una actividad compleja que requiere del uso de un bar o de a isis especial que 
permita verificar las específicas circunstancias esentes en cada investigación 
(actuación del investigado, actuación del fiscal y a naturaleza e los hechos objeto de 
la investigación)". 

b.§ Derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable 

la razonabilidad del plazo del proceso, ebe emplearse el "análisis global 
del pro aimiento". Esto quiere decir que el proce termina cuando se dicta sentencia 
defi · 1va y firme en el asu . Por ello, en materi penal, dicho plazo debe comprender 
to el procedimiento, in ye do los recursos de instancia que pudieran eventualmente 

resent rse. 
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En materia penal, el plazo comienza en la fecha de la detención del individuo. Cuando 
no es aplicable este criterio, pero se halla en marcha un proceso penal, dicho plazo debe 
contarse a partir del momento en que la autoridad judicial toma conocimiento del 
asunto o cuando las sospechas de las que se es objeto tengan repercusiones importantes 
en la situación jurídica de la persona investigada. 

··;¡ La finalidad perseguida del día inicial del plazo es que se produzca una distorsión 
" ' , mínima en la vida de la persona investigada, detenida o acusada, de manera que el 

1 ../ proceso dure el tiempo necesario, evitando la excesiva e injustificada duración de éste. 

67. Para el examen del plazo razonable existen ciertos criterios a ponderar, que son: i) 
complejidad del asunto, ii) actividad procesal del interesado y iii) conducta de las 
a "dades judiciales. A la luz de esos criterios se califica la razonabilidad del plazo 

· cuesti nado. A ello cabe agregar que en la STC 05350-2009-PHC/TC el Tribunal 
precis que en dicho análisis de razonabilidad se debía tomar en cuenta la afectación 
que g nera la demora en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. 

c.§ De echo a ser investigado dentro de un plazo razonable en el caso de los altos 
funci arios en sede parlamentaria 

68. n sede parlamentaria, se advierte que el plazo de la investigación de las Comisiones 
Investigadoras no tiene límite temporal o plazo fijo establecido en el Reglamento del 
Congreso de la República. En efecto, su artículo 88.a dispone que "[l]a Comisión 
[Investigadora] presenta un informe dentro del plazo que fije el Pleno del Congreso. 
No puede solicitarse prórroga sin que se presente un informe preliminar" (resaltado 
nuestro). 

Como puede apreciarse, el plazo de la investigación queda al 
Congreso de la República al momento de constituir la 
diferencia de lo que acontece con los cuerpos procesami 
administrativo, no se fijan criterios objetivos para evaluar el ncimiento del plazo 
razonable (complejidad de las investigaciones, naturaleza de s hechos a investigar, el 
número de investigados y la particular dificultad para nseguir o requerir medios 
probatorios). Esta omisión afecta el derecho al plazo zonable, dado que existe un 

1 egulación del tiempo que debe durar a investigación, lo que puede 
n investigaciones indefinidas, sine die, a que el Reglamento del Congreso 

las consecuencias que origina el incumplimiento de los plazos que el Pleno 
ngreso ha concedido a s Comisiones investigadoras (omisión de emitir informe 

iminar en el tiempo est le do). 
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Tampoco están precisados los límites temporales de actuación de las comisiones 
investigadoras, cuando su labor es prorrogada por el Pleno. En la práctica se corre el 
risgo de que el plazo de prórroga sea mayor al plazo inicial de la investigación. 
Tampoco se tiene establecido el número de veces que el Pleno puede extender la labor 
de las comisiones investigadoras en caso de que se llegue a presentar un informe 
preliminar. 

69. Todas estas omisiones conllevan a la indefensión y a la zozobra. A la incertidumbre del 
investigado quien puede verse inmerso en un proceso interminable. El Tribunal 
Constitucional observa el riesgo que importa esta omisión, por lo que exhorta al 
Congreso de la República a modificar su Reglamento con la finalidad de establecer un 
plaz razonable, compatible con las disposiciones emanadas de los instrumentos 
inter acionales de protección de los derechos humanos. No obstante, el Tribunal 

D Cons itucional deja constancia de la reiterada doctrina en materia de plazo razonable, en 
\ ., / el se tido de que los plazos legales no son absolutos, sino meramente referenciales, 

L toda vez que cada proceso tiene sus particularidades. De ahí que, independientemente 
de na regulación expresa del plazo de investigación el control constitucional siempre 
es expedito, toda vez que no 1 ten zonas exentas de control y, cualquiera que se 
s· nta afectado en su der ho plazo razonable, puede interponer el proceso 

nda. 

para imponer sanciones en sede parlamentaria 

6-2003-Al C el Tribunal advirtió "que aún no se ha previsto en el 
ordenamient la votación ecesaria para aplicar las sanciones previstas en el primer 
párrafo de artículo l 00° e la Constitución, en los casos de juicios políticos. Dicha 
omisión ni siquiera se e uentra prevista en el ordenamiento para casos sustancialmente 
análogos" . 

Asimismo, se estableció "que el número de votos para destituir del cargo a los otros 
funcionarios previstos en el artículo 99° de la Constitución, o, en su caso, para 
inhabilitados hasta por 1 O años para el ejercicio de la función pública, por infracción de 
la Constitución, no [puede] se[r] menor a los 2/3 del Congreso, sin [la] participación de 
la Comisión Permanente". 

l. En sentido similar, el segundo párrafo del a o 89.i del Reglamento del Congreso de 
República prescribe que "El acue aprobatorio de sanción de suspensión, 
abilitación o destitución por infr · 'n constitucional , en un juicio político previsto 
el primer párrafo del artícul o de la Constitución, se adopta con la votación 

f: vorable de los 2/3 del miembros del Congreso, sin participación de la 
C misión Permanente". 
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Teniendo presente las reglas de votación transcritas, el Tribunal concluye que: 

a. El número de votos para suspender o destituir del cargo a los altos funcionarios 
previstos en el artículo 99° de la Constitución, o, en su caso, para inhabilitarlos hasta 
por 1 O años para el ejercicio de la función pública, por infracción de la Constitución, es 
de 2/3 del número de miembros del Congreso. 

En la votación no participan los miembros de la Comisión Permanente. 

La presente regulación fue aprobada por el Congreso de la República a propósito de las 
exhortaciones que el Tribunal Constitucional emitiera a través de la referida sentencia 
(Fundamento 71). Por lo que el Tribunal Constitucional reconoce los esfuerzos del 

reso para adecuar su Reglamento y espera que como sucedió en esa oportunidad 
esta vez pueda proceder del mismo modo a fin de avanzar en el fortalecimiento del 
Esta o democrático y constitucional de Derecho. 

3.§ La comisiones investigadoras y el levantamiento del secreto bancario 

72. El derecho a la intimidad, co manifestación del derecho a la vida privada sin 
i erferencias ilegítimas, f ne s concreción de carácter económico en el secreto 

ancario y la reserva tri taria. A ' lo ha sostenido este Tribunal en la STC 1219-2003-
1 0 /TC, al considerar que "la pr tección constitucional que se dispensa con el secreto 

/ bancario, busca as urar la res rva o confidencialidad ( ... ) de una esfera de la vida 
/ privada de los in viduos o de s personas jurídicas de derecho privado. En concreto, la 

/ necesaria [res va] de las peraciones bancarias ( ... ) que pudieran realizar con 
cualquier ent público o priv ao, perteneciente al sistema bancario o financiero". En ese 
sentido, el creto bancario orma constituye un derecho de rango constitucional cuyo 
titular es s·empre el indivi o o la persona jurídica de derecho privado que realiza tales 
operacio es bancarias o fi ancieras. 

73. Según el artículo 2, inciso 5), de la Constitución, "( ... ) El secreto bancario y la reserva 
tributaria pueden levantarse a pedido del Juez, del Fiscal de la Nación, o de una 
comisión investigadora del Congreso con arreglo ley y siempre que se refieran al caso 
investigado". 

penal , el artículo 23 uevo Código Procesal Penal regula 
los requisitos y roe 1miento que debe seguir el juez de la 

inv tigación preparatoria para va r el secreto bancario. En cambio, en sede 
par! mentaría la normativa gula el levantamiento del secreto bancario es 
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incompleta, en tanto que el artículo 88° del Reglamento del Congreso de la República 
solo dispone que: 

a. ( ... ) La información relativa a la intimidad, honra o dignidad de las 
personas y el levantamiento de la reserva tributaria o del secreto bancario 
sólo habilitan a la obtención de información por las Comisiones 

\ 

Investigadoras del Congreso. La información protegida constitucionalmente 
obtenida por las Comisiones Investigadoras sólo es divulgable públicamente 
en cuanto fuera estrictamente necesario expresarla y comentarla con la 

' finalidad y para justificar la existencia de responsabilidad en el informe de la 
/ comisión ante el Pleno del Congreso. En cualquier caso, el levantamiento de 

la reserva se hace a solicitud de no menos de dos miembros de la Comisión 
Investigadora y requiere el acuerdo de la mayoría del número legal de sus 
miembros. 

e. Las Comisiones Investigadoras están facultadas para solicitar el 
levantamiento del secreto bancario y de la reserva tributaria, con arreglo a 
las normas que regulan la materia. 

presente que en sed aria entaria existe una regulación incompleta para 
lev tar el levantamiento de ecreto b ncario, este Tribunal ha de integrarla precisando 
la siguientes reglas a se Ir: 

a. s Comisiones Inve Igadoras e án facultadas para solicitar el levantamiento del 
ecreto bancario s o de los inv, stigados. Para que esto suceda previamente debe 

conformarse la misión Investí adora y comunicársele al alto funcionario los hechos 
por los cuaJe va a ser inv stigado, es decir, debe respetarse el derecho a la 
comunicació previa y detalla de la acusación. 

b. La solicit él de la Comí si' n Investigadora debe motivar por qué es necesario, 
indispensable y pertinente e levantamiento del secreto bancario, en qué medida va a 
contribuir en el esclarecí iento del caso investigado y qué indicios o medios 
probatorios justifican el le antamiento del secreto bancario. La solicitud no puede ser 
inmotivada. 

Finalmente, cabe destacar que las garantí mínimas del debido proceso reseñadas en 
los fundamentos supra, no solo se a an/ a los altos funcionarios, sino a cualquier 
ersona que comparezca ante una m· IÓn Investigadora o ante el Congreso de la 

pública 

andante no alega que se le haya abierto proceso penal sin 
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que previamente haya tenido un antejuicio político, más bien lo que aduce es que el 
proceso parlamentario al que fue sometido ha carecido de un debido proceso. En ese 
sentido este extremo no puede ser analizado, pues no se ha emplazado al Congreso de 
la República. 

, ( Respecto a la pretendida falta de congruencia entre los delitos imputados en la 
~~enuncia constitucional y los delitos por los que se le abre instrucción 

\ 

76. La Constitución dispone en el artículo 100° que "los términos de la denuncia fiscal, y 
del auto apertorio de instrucción no pueden exceder ni reducir los términos de la 
acusación del Congreso referido al antejuicio ". 

El demandante al respecto alega que existió incongruencia en la denuncia que se le 
~ uesto que no sólo se le imputaba la comisión del delito de asociación ilícita para 
delinquí en agravio del Estado, previsto en el artículo 317° del Código Penal, sino que 
también e le atribuía la comisión del delito de corrupción de funcionarios regulado en 

395° del Código Penal, delito que no fue previsto en el auto que le abrió 
enal. 

78. Del es dio de autos se tiene me iante la Resolución Legislativa del Congreso N. 0 

013-2 03-CR, obrante a ti 'as 207 el demandante fue denunciado por el delito de 
asoc· ción ilícita para inquir pr visto en el artículo 317° del Código Penal, y del 
aut de apertura de i trucción qu le abre proceso penal, obrante a fojas 213, se tiene 
q se trataría de a imputación el mismo delito, por lo que al existir congruencia 
e tre los términ s de la denunci fiscal y del auto de apertura de instrucción, se debe 

esestimar est extremo de la d manda. 

specto al cuestionamiento 
rdinaria si no en la vía sumari 

se haya tramitado el proceso en la vía 

En cuanto a este extremo e la demanda, se trata de un aspecto que no corresponde 
ventilar a este Colegiado, uesto que se trata de un asunto de mera legalidad que no se 
condice con el contenido rotegido de los derechos protegidos por el hábeas corpus. En 
ese sentido, este extremo del pedido de la demanda debe declararse improcedente en 
aplicación de lo dispuesto por el artículo o , inciso 1, del Código Procesal 

nstitucional. 

recalcar que el proceso de hábeas corpus, de 
en el artículo 200°, inciso 1, de la Constitución, es un 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
PLENO 

<c;..qVe,UCA DE t. .0~1> ./u FOJAS 1 0 0 Ü o 41 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 11111111111111 1 111 1111111111111 111111111~1 

' ' 

EXP. N. 0 00156-2012-PHC/TC 
LIMA 
CÉSAR HUMBERTO TINEO CABRERA 

proceso constitucional destinado a la tutela de"( ... ) la libertad individual o los derechos 
constitucionales conexos". Por ello, el derecho a la debida motivación de las 
resoluciones, como elemento del derecho a debido proceso, podrá ser tutelado 
mediante el proceso de hábeas corpus, conforme al artículo 2S0 in fine del Código 
Procesal Constitucional, en tanto derecho conexo a la libertad individual. Ello implica 
que la alegada vulneración del derecho al debido proceso, para ser susceptible de tutela 
mediante el proceso de hábeas corpus, deberá incidir en la libertad individual. 

81. Al respecto, se advierte que la resolución que declara improcedente la acumulación de 
los procesos no contiene restricción alguna a la libertad del actor, por lo que no puede 
ser objeto de cuestionamiento en esta vía. Siendo así, este extremo del pedido de la 
demanda debe declararse improcedente en aplicación de lo dispuesto por el artículo S0

, 

inciso 1, del Código Procesal Constitucional. 

1 cuestionamiento que realiza al dictamen acusatorio 

82. En cu nto al contenido del dictamen acusatorio, no es facultad del juez del hábeas 
corpus analizar la validez o no de la acusación fiscal, pues conviene precisar que la 
Consf ución establece en su artículo IS9° que corresponde al Ministerio Público 
ejerc· ar la acción penal pública, de oficio o a petición de parte, así como emitir 
dict' enes previamente a las resoluciones judiciales en los casos que la ley contempla. 
De e esta perspectiva, ntiende que el Fiscal no decide, sino que más bien solicita 
qu el órgano juris · cion 1 juzgue, o, en su caso, que determine la responsabilidad 
p nal del acusado· esto es que realiza su función persiguiendo el delito con denuncias 

acusaciones, ero no uzga ni decide. En el presente caso, la actuación fiscal 
cuestionada terializad en el dictamen acusatorio no contiene un agravio directo y 

~ concreto al derecho a a libertad individual del actor, por lo que este extremo del 
1 [; pedido de la demanda ebe ser declarado improcedente en aplicación de lo dispuesto 
! por el artículo so, inci o 1, del Código Procesal Constitucional. 

Respecto a la resolución que cita para la lectura de sentencia y que declara contumaz 

83 . En cuanto a este extremo corresponde su rechazo en aplicación de la causal de 
improcedencia contenida en el artículo 4° del Código Procesal Constitucional , por 
e anto no se aprecia de los autos dicho pronunciamiento judicial (fojas 272) 

pla con el requisito de firmeza. 

estos fundamentos, el Tr· nal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
ión Política del Perú 
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l . Declarar IMPROCEDENTE los extremos señalados en los fundamentos 75, 79, 81 , 
82 y 83 . 

2. Declarar INFUNDADA la demanda en lo demás que contiene, porque no se han 
vulnerado los derechos alegados. 

3. Notificar la presente sentencia a la Presidencia del Poder Judicial para que informe a 
los órganos jurisdiccionales que lo integran los alcances y el contenido de los derechos 
y principios señalados en los fundamentos 2 a 74 supra, a fin de que sean respetados en 
toda clase de proceso y no vuelvan acometerse las violaciones comprobadas. 

4. Poner en conocimiento la presente sentencia a la Presidencia del Consejo de Ministros 
y a la Presidencia del Congreso de la República, para que en las investigaciones y/o 
procedimientos administrativos sancionadores que realicen, respeten el contenido de 
los derechos señalados en los fundamentos 2 a 74 supra. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

ÁLV AREZ MIRANDA 
URVIOLA HANI 
VERGARA GOTELLI 
MESÍA RAMÍREZ 
BEAUMONT CALLÍR 
CALLE HA YEN t 
ETOCRUZ 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO VERGARA GOTELLI 

Emito el presente fundamento de voto por las siguientes consideraciones: 
.-----.. 

' ·1. El recurrente interpone demanda de hábeas corpus y la dirige contra el vocal supremo 
instructor, señor Pedro Guillermo Urbina Ganvini, y contra el vocal supremo de la Sala 
Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, señor Hugo Antonio 
Molina Ordoñez, argumentando que se le han afectado sus derechos constitucionales al 
debido, proceso, a la tutela jurisdiccional efectiva y a no ser sometido a procedimiento 
distintp al previsto por ley, así como del principio de igualdad. 

Refiere que el juez, señor Urbina Ganvini dispuso que se reitere una orden de captura en 
su contra a fin de que concurra a la diligencia de lectura de sentencia condenatoria en el 
proceso que se le sigue por el delito de asociación ilícita para delinquir en agravio del 
Estado, por lo que solicita la nulidad de tal resolución la cual hace extensiva al auto de 
apertura de instrucción y a todo lo actuado. Refiere una serie de vicios, entre los que se 
encontraría haber dispuesto la adecuación al trámite de la vía sumaria del proceso penal 
citado, cuando corresponde actuarse en el proceso ordinario. Solicita además que se 
declare la invalidez del proceso parlamentario de Antejuicio político en el que se acusa a 
13 magistrados (entre los que se encontraba) de haber resuelto un proceso de amparo 
interpuesto por la señora Martha Chávez Cossío acatando la voluntad del ex asesor de la 
Presidencia de la República, señor Vladimiro Montesinos Torres, lo que propició que se 
formule la denuncia de la fiscal de la Nación, Nelly Calderón Navarro. Respecto del 
proceso parlamentario alega la vulneración de su derecho de defensa, toda vez que la 
Subcomisión de Acusaciones Constitucionales encargada de la investigación no le 
notificó la denuncia ni la audiencia, trasgrediendo así la obligación prevista en el 
numeral 3.5 y 7, inciso d) del artículo 89° del Reglamento del Congreso; además, 
manifiesta que en el proceso que se realizó en el antejuicio político no se actuó prueba 
alguna en audiencia ni se interrogó a peritos ni testigos propuestos (señores Malea 
Guizado, Quinteros Tello, Merino Bartet) ni se tomó en cuenta 11 disquettes que se 
ofrecieron, provenientes de una computadora del SIN (Servicio de Inteligencia 
Nacional). 

Refiere que al enterarse circunstancialmente del debate del informe oral y al apersonarse 
a la diligencia el día 31 de marzo de 2003 , solicitó su nulidad ante la Subcomisión, al no 
haber sido debidamente notificado, suspendiéndose el informe hasta el 7 de abril de 
2003, al reconocerse que se había violado su derecho a la defensa. Es por esta razón que 
la Subcomisión propuso a la Comisión Permanente excluirlo de las conclusiones del 
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informe final de la denuncia N. 0 034, y la Comisión Permanente designó a la misma 
Subcomisión investigadora para que realice la investigación de su caso. Siendo así, 
manifiesta que no hubo imparcialidad, al haber sido la misma Subcomisión la que 
conoció el proceso primigenio. Además señala que no se actuó de modo reglamentario, 
dado que a este nuevo informe se tituló como Addenda del informe final primigenio. 

' / Sosfene, que se expidió la Resolución Legislativa del Congreso N°. 009-2002-CR el 16 
f 1 de a ril de 2003, donde se comprendía la denuncia penal de todos los magistrados, 
! exclu éndolo y dando lugar al proceso penal N. 0 15-2003-AV en la vía ordinaria. Así 

tamb.én se dio lugar al proceso que se siguió en su contra emitiéndose la Resolución 
Legi lativa del Congreso N. 0 013-2003-CR, donde se le imputó ser parte de una 
agrupación destinada a cometer actos ilícitos y que devino en el Proceso Penal N. 0 42-
200)-AV. 

í 
1 

Cuestiona la falta de congruencia entre los delitos imputados en la denuncia 
con'stitucional y los delitos que figuran en el auto de apertura de instrucción, puesto que 
en la denuncia, además de imputarle la comisión del delito de asociación ilícita para 
delinquir en agravio del Estado previsto en el artículo 317° del Código Penal, se le 
atribuía la comisión del delito de corrupción de funcionarios regulado en el artículo 395° 
del Código Penal, delito que no fue previsto en el auto de apertura de instrucción. 

Impugna también la adecuación del procedimiento a la vía sumaria, pues corresponde la 
vía ordinaria, ya que se trataba de un delito realizado por un funcionario público en el 
ejercicio de sus funciones, y que ello vulnera el principio de publicidad de la función 
jurisdiccional establecido en el inciso 4 del artículo 139° de la Constitución. 

Objeta además que se haya declarado improcedente mediante auto de fecha 13 de 
diciembre de 2004 un pedido que realizó para la acumulación de los procesos 15-2003-
A V y 42-2003 A V por tener elementos comunes (referidos a los hechos delictivos y a 
los imputados). El auto de improcedencia se sustentó en el grave retardo a !ajusticia que 
ocasionaría su acumulación, por lo que considera que es un auto ilegal y arbitrario al no 
estar debidamente motivado, resolución que no fue apelada por un problema en la 
demora de la notificación. Rebate asimismo el dictamen acusatorio y la resolución que 
lo cita para la lectura de sentencia y lo declara contumaz. 

Delimitación del Petitorio 

2. La demanda tiene por objeto que se declare la invalidez absoluta del proceso político de 
antejuicio que mediante Resolución Legislativa del Congreso N.0 O 13-2003-CR declaró 
ha lugar la formación de la causa penal contra el recurrente por la presunta comisión del 
delito de asociación ilícita para delinquir; y la nulidad del proceso judicial que se sigue 
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en su contra (Expediente N.0 42-2003). 

3. El proyecto puesta a mi vista desarrollo lo referido al debido proceso, considerando 
que éste debe ser respetado en todo proceso, tanto judicial, administrativo como 
parlamentario. Es así que si bien estoy de acuerdo con lo expresado en la resolución 
puesta a mi vista considero necesario señalar que lo afirmado en su fundamento 46 

/ referido a que "los funcionarios enumerados en los artículos 99° y 100° de la 
Cons~itución, pero que ya no ejercen funciones pueden renunciar a la prerrogativa 
funci~nal del antejuicio político. No se requiere que la renuncia sea aceptada o 
aproqada por el Congreso de la República para que produzca efectos jurídicos. Basta 
que ~ea solicitada en forma expresa", no es una afirmación que se pueda deducir del 
artic~lado constitucional, correspondiéndole a mi parecer un desarrollo más 
conQienzudo y no tan somero como el realizado en la sentencia puesta a mi vista. 

1 
1 
1 

4. Es ~sí que respecto al cuestionamiento del antejuicio político el recurrente expresa que 
se fe ha abierto proceso penal sin que previamente haya tenido un antejuicio político, 
evidenciándose de autos que lo que en puridad denuncia es que el proceso 
parlamentario al que fue sometido ha carecido de un debido proceso. Revisados los 
autos se advierte que el Congreso de la República no ha sido emplazado, por lo que no 
puede analizarse tal extremo, puesto que para ello es necesaria su intervención. 

5. Asimismo cuestiona la falta de congruencia entre los delitos imputados en la denuncia 
constitucional y los delitos por los que se le abre instrucción, considerando existió 
incongruencia en la denuncia que se le hizo puesto que no sólo se le imputaba la 
comisión del delito de asociación ilícita para delinquir en agravio del Estado, previsto 
en el artículo 317° del Código Penal, sino que también se le atribuía la comisión del 
delito de corrupción de funcionarios regulado en el artículo 395° del Código Penal, 

. delito que no fue previsto en el auto que le abrió proceso penal. Tenemos que mediante 
la Resolución Legislativa del Congreso N.0 013-2003-CR, obrante a fojas 207, el 
demandante fue denunciado por el delito de asociación ilícita para delinquir previsto en 
el artículo 317° del Código Penal, y del auto de apertura de instrucción que le abre 
proceso penal, se advierte de la descripción que la imputación es por el mismo delito, 
por lo que al existir congruencia entre los términos de la denuncia fiscal y del auto de 
apertura de instrucción, se debe desestimar este extremo de la demanda. 

6. El demandante también cuestiona que no se haya tramitado el proceso en la vía 
ordinaria si no en la vía sumaria, cuestionamiento que es un asunto de mera legalidad 
que no se condice con el contenido protegido de los derechos protegidos por el hábeas 
corpus, por lo que es de aplicación el artículo 5°, inciso 1, del Código Procesal 
Constitucional . 

7. El recurrente también cuestiona el pedido de acumulación de las causas, argumento 
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que no tiene incidencia alguna con el derecho a la libertad individual del demandante, 
siendo de aplicación el artículo 5°, inciso 1, del Código Procesal Constitucional. 

8. Asimismo cuestiona el dictamen acusatorio, el cual tampoco tiene incidencia negativa 
en el derecho a la libertad individual, puesto que como este Colegiado ha expresado el 
Fiscal no decide, sino que más bien solicita que el órgano jurisdiccional juzgue, o, en 
su caso, que determine la responsabilidad penal del acusado; esto es, que realiza su 
función persiguiendo el delito con denuncias o acusaciones, pero no juzga ni decide. 

9. Finalmente respecto a la resolución que cita para la lectura de sentencia y que declara 
contumaz, también corresponde su desestimatoria, puesto que dichas resoluciones no 
tienen la calidad de firmes, por lo que es aplicable la causal de improcedencia 
contenida en el artículo 4° del Código Procesal Constitucional. 

Por lo expuesto mi voto es porque se declare IMPROCEDENTE los extremos 
referidos a los cuestionamientos del antejuicio político, a la tramitación del proceso en 
la vía ordinaria, al pedido de acumulación de las causas, al dictamen acusatorio y de la 
resolución que cita para lectura de sentencia y que declara reo contumaz al 
demandante. Así también considero que debe declararse INFUNDADA la demanda en 
lo demás que contiene, porque no se han vulnerado los derechos alegados. También 
considero pertinente la remisión de la sentencia a las entidades mencionadas en la parte 
resolutiva a efectos de que resp ten los principios y derechos vinculados al debido 
proceso en¡t~lase de proceso . 

1 \. 
~~-/~ 
!cOTELLI / 

S. 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO CALLE HAYEN 

Con el respeto de lo expuesto por mis colegas emito el presente 
fundamento de voto por las considraciones siguientes: 

1. En el fundamento N.0 61 de la sentencia, se sostiene que el poder tiene 
dos caras, una positiva, de construccion del bien común, de 
organización pacífica de la vida estatal; y otra, negativa que es la lucha 
por el poder. Es en este último extremo que me distancio de mis 
colegas, pues considero que la lucha por el poder en sí mismo no puede 
ser negativa, sino que lo negativo será la forma en la que ésta se 
desarrolle o los instrumentos que se usen en ella, los que podran ser 
calificados como idóneos o inidoneos, aceptables o inaceptables 
positivos o negativos. 

2. En el fundamento 62, in fine, se precisa que las Comisiones 
Parlamentarias y sus procedimientos sancionatorios se convierten en 
instrumentos de persecucion política, afirmacion que no comparto pues 
lo propio sería sostener que podrían convertirse en estos instrumentos 
cuando se lleven a cabo vulnerando los derechos fundamentales de las 
partes influenciados por las bajas pasiones pollticas, en algunos casos. 

3. Asimismo en el fundamento 7 4 se sostiene que respecto al 
levantamiento del secreto bancario en sede parlamentaria existe una 
regulacion incompleta afirmacion que no la comparto, pues no 
necesariamente es así, distinto es sostener que dicha regulacion puede 
optimizarse con lo afirmado en los puntos a y b del referido fundamento 
con lo que si estaría de acuerdo. 


